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garantías de protección de la Ley 986 de 2005.  

 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

I .  ASUNTO 

 

1. La Sala de la Subsección A, Sección Segunda del Consejo de 

Estado, decide el recurso de apelación interpuesto por las partes 

contra la sentencia del 1.° de agosto de 2019, por medio de la cual 

el Tribunal Administrat ivo del Caquetá, Sala Segunda de Deci sión,  

accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.  

 

                       I I .  ANTECEDENTES 

 

2.1. La demanda y su reforma 1 

 

2. La señora Fanny Mopán Tique, actuando por conducto de 

apoderada y en ejercic io del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho previsto en el artículo 138 Código de 

Procedimiento Administrat ivo y de lo Contencioso Administrat ivo 

demandó al Departamento del Caquetá , con el f in de obtener la 

nulidad del Oficio 007399 del 8 de septiembre de 2016 ,  suscrito  

por el asesor jurídico del despacho del gobernador del 

departamento del Caquetá, a través del cual se le negó su solicitud 

de (i) «declaración de que (sic) el señor ERSAÍN LÓPEZ 

VELÁSQUEZ (sic)  laboraba al servicio del Departamento como 

Secretario de la Inspección de Policía de El Recreo de los Llanos 

 
1 Fo l ios  79 y  s igu ientes.  Cuaderno 1. ° .  
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del Yarí,  Caquetá, para el 6 de octubre de 1990» 2,   ( i i )  el  

reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones sociales 

causados desde el 1.° de enero de 1990 hasta el momento de su 

aparición o la declaración de su muerte presunta.  

 

3. A tí tulo de restablecimiento del derecho solicitó:  

 

( i) Que se declare que el señor Ersaín López Velasco, 

desapareció el 6 de octubre de 1990, cuando se encontrab a 

laborando para el departamento del Caquetá, en el cargo de 

secretario de la Inspección de Policía de «El Recreo», Llanos 

del Yarí,  Caquetá.  

( i i )   Que se condene al departamento del Caquetá, a 

«TENER como servido al  Departamento del Caquetá, el  

t iempo que el señor ERSAIN LOPEZ VELASCO, l leva 

desaparecido, hasta el momento en que éste aparezca o se 

decrete su muerte presunta por juez competente».  

( i i i )  Reconocer y pagar a favor de la demandante, el salario y 

prestaciones sociales causadas y no pagadas, por  el t iempo 

servido por el señor Ersaín López Velásquez, «entre el 1.° de 

enero de 1990 y el día de su desaparición forzada», sumas 

que deberán pagarse debidamente indexadas conforme a la 

variación del IPC.  

( iv) Reconocer y pagar a favor de la demandante, todos los 

salarios y prestaciones sociales causadas «desde el día de la 

desaparición forzada de su compañero permanente, señor 

Ersaín López Velásquez (sic),  hasta el momento en que este 

aparezca o se declare su muerte presunta por juez 

competente», sumas que solicitó actualizar conforme a la 

variación del IPC.  

(v) Finalmente solicitó que se dé cumplimiento a la sentencia 

en los términos de los artículos 192 y 195 de la Ley 1437 de 

2011. 

 

2.1.1. Fundamentos fácticos  

 

4. Como sustento de las pretensiones se expusieron los siguientes 

hechos: 

 

5. El señor Ersaín López Velasco, tenía su domici l io en la carrera 

10 No. 2B-03 del Barrio «Pueblo Nuevo» de Florencia,  Caquetá, 

 
2 En la demanda se a lude a los  apel l idos Velasco y  Ve lásquez,  pero consu l tada 
cer t i f icac ión exped ida por  la  Regis t radur ía Munic ipa l  del  Estado Civ i l ,  v is ib le  
a fo l io  22,  la  CC núm.  4.968.748 corresponde a Ersaín  López  Velasco,  
exped ida en San V icente  del  Caguán.  
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donde convivía en unión marital de hecho con la señora Fanny 

Mopán Tique. De esa unión procrearon a Yeperman Cooper y 

Weisseleder López Mopán, quienes a la fecha de la presentación 

de la demanda ya eran mayores de edad.  

 

6. El señor Ersaín López Velásquez laboró como secretario de la 

Inspección de Policía Departamental de «El Recr eo» en los Llanos 

del Yarí,  desde septiembre de 1989.  

 

7. El 3 de octubre de 1990, el señor López Velasco l legó hasta la 

ciudad de Florencia, Caquetá, donde residía con su compañera 

permanente e hi jos menores de edad, con el propósito de cobrar el 

salario de septiembre del mismo año, además de cumplir con otras 

di l igencias of icia les y part iculares.  

 

8. En las últ imas horas de la tarde del 6 de octubre de 1990, el 

señor López Velasco se despidió de Fanny Mopán Tique, a quien le 

manifestó que viajaría esa misma noche para Bogotá con el f in de 

ir hasta el Ministerio de Defensa – Ejército Nacional a cobrar las 

cesantías causadas por su ret iro del Ejército Nacional,  entidad 

donde se desempeñó como soldado voluntario hasta el 30 de 

septiembre de 1989, y que de regreso pasaría directo hacia su lugar 

de trabajo en los Llanos del Yarí,  Caquetá.  

 

9. Por el hecho de laborar tan lejos, la señora Fanny Mopán Tique, 

se había acostumbrado a que él venía en los días de cobro de 

salario, por lo que no se preocupó por su com pañero, pues estaba 

convencida que habría efectuado sus di l igencias y se encontraba 

trabajando como era normal, pero a finales de octubre de 1990, el 

inspector de policía de «El Recreo» llegó a Florencia con el f in de 

buscar al señor López Velasco, sin encontrarlo, situación que debió 

ser informada al nominador.  

 

10. Desde la desaparición de su compañero permanente, la señora 

Fanny Mopán Tique, inició una serie de di l igencias con el f in de dar 

con su paradero, sol icitando a la Gobernación del Caquetá 

adelantar  gestiones con el f in de encontrarlo, toda vez que se 

trataba de un funcionario de la entidad que había desaparecido.  

 

11. La denuncia instaurada por la demandante fue acumulada a la 

formulada por la señora Margarita Velasco de López, madre de 

Ersaín López Velasco, quien declaró que, en octubre de 1990, en 

los días posteriores a su arribo a la Inspección de Policía «El Hato 

– El Recreo», en límites con «Los l lanos del Yarí», Caquetá, 

l legaron 4 hombres armados de las FARC y se lo l levaron, con otras 



  
 

Nulidad y Restablecimiento  del  Derecho  
Radicac ión:  18001233300020170004001 (6605-2019)  

Demandante:  Fanny Mopán T ique  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le 12 No.  7-65 -  Te l :  (601)  350-6700 
Bogotá D.C.  -  Co lombia  

4 

cuatro personas y desde entonces se encontraba desaparecido.  

 

12. Según la demanda, se configuró el deli to de desaparición 

forzada perpetrado en la persona Ersaín López Velasco, el cual fue 

obligado a marcharse con unos integrantes de las FARC hacia un 

destino desconocido y, hasta la fecha de la presentación de la 

demanda la Fiscalía General de la Nación no había esclarecido el  

crimen ni determinado su paradero actual.  

 

13. La señora Fanny Mopán Tique y sus menores hi jos quedaron 

desamparados toda vez que Ersaín López Velasco, era quien velaba 

por su sostenimiento económico, por lo que a part ir de la 

desaparición vivieron momentos dif íci les ya que el departamento 

del Caquetá no les pagó suma alguna por concepto del salario del 

mes de octubre de 1990 ni las prestaciones sociales 

correspondientes al período comprendido entre el «15 de 

septiembre de 1988 hasta el día de la desaparic ión de su 

compañero permanente», las cuales fueron l iquidadas por la 

entidad en cert i f icado expedido por el jefe de Recursos Humanos y 

Bienestar Social como respuesta a una petición del 22 de abri l  de 

2014, radicada bajo el No. 04783.  

 

14. La accionante adelantó el trámite de declaración de ausencia  

ante el Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia de Florencia, con 

el f in de obtener su designación como curadora provisional de sus 

bienes, despacho que, a través de sentencia de 11 de febrero de 

2016, declaró al señor Ersaín López Velasco «ausente por 

desaparición forzada», desde el 6 de octubre de 1990 y la nombró 

curadora de bienes del ausente, designación de la que tomó 

posesión y se le discernió el cargo el 12 de febrero de 2016.  

 

15. La demandante solicitó al departamento del Caquetá, declarar 

que el señor López Velasco se encontraba prestando sus servicios 

a ese ente terri torial como secretario de la Inspección de Policía de 

«El Recreo» de los Llanos del Yarí,  Caquetá, para el 6 de octubre 

de 1990, además, que se tuviera como servido al departamento «el 

t iempo que el señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO, l leva desaparecido, 

hasta el momento en que éste aparezca o se decrete su muerte 

presunta por juez competente»; el reconocimiento y pago del salario 

y prestaciones sociales causadas y no pagadas «entre el 1.° de 

enero de 1990 y el día de su desaparición forzada» y el 

reconocimiento y pago a favor de la señora FANNY MOPÁN TIQUE, 

de «todos los salarios y prestaciones sociales causadas desde el 

día de la desaparic ión forzada de su compañero permanente, señor 

ERSAÍN LÓPEZ VELASCO, hasta el momento en que este aparezca 
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o se declare su muerte presunta por juez competente».  

 

16. La anterior petición fue resuelta por la entidad de forma 

negativa aduciendo que la petente no podía alegar violación a su 

mínimo vital luego de transcurridos 25 años de la desaparición del  

señor López Velasco; que el pago del salario y prestaciones 

solicitadas, conforme a lo est ipulado en el artículo 15 de la Ley 986 

de 2005, debe realizarse por el período constitucional o legal del 

cargo; que el señor López Velasco, laboró hasta el 30 de octubre 

de 1990 y por últ imo que no se encuentra probada la desaparición 

forzada. 

 

2.1.2. Normas violadas y  concepto de violación 

 

 

17. En la demanda se invocaron como disposiciones vulneradas los 

artículos 1.°, 2.°,  4.°,  6.°,  12, 42 de la Constitución Polít ica y 15 

de la Ley 986 de 2005, así como la Ley 1521 de 2012.  

 

18. Al desarrol lar el concepto de la violación ,  se af i rmó que con 

el acto demandado se vulneraron los derechos a la dignidad 

humana, así como el princip io de solidaridad, entendido en el 

presente caso como el deber del Estado de obrar con acciones 

humanitarias ante situaciones que ponen de manif iesto la 

ocurrencia de una situación de violación de derechos humanos, 

como lo es la desaparición forzada de uno de sus servidores.  

 

19. Consideró que, como el señor Ersaín López Velasco  fue víct ima 

de desaparición forzada, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 986 

de 2005, su famil ia tenía derecho a que la entidad siguiera 

cancelando los salarios y prestaciones sociales que se causaron 

desde la desaparición, en razón a que el artículo 27 de la citada 

norma, dispuso su aplicación a hechos ocurridos con anterioridad a 

su expedición; dentro de los beneficios que consagra, se 

encuentran: ( i) que se interrumpe el término de prescripción para el 

desaparecido y para su famil ia; y, ( i i )  reclamar el pago de salarios 

y prestaciones sociales que le correspondían a la persona 

secuestrada, o desaparecida acorde con lo determinado en la 

sentencia C-394 de 2007.  

 

20. El hecho de que no se haya dictado sentencia dentro del 

proceso penal iniciado por la desaparición del señor Ersaín López 

Velasco, no hace nugatorio el derecho de su famil ia a reclamar el  

pago de los salarios y prestaciones sociales causados durante el 

t iempo en que aquél l leva desaparecido, así como tampoco a que 
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se le paguen a su compañera permanente, los salarios y 

prestaciones sociales causados durante el término en que estuvo 

vinculado y que no pudieron ser reclamados por él,  dado su 

desaparecimiento de manera forzada.  

 

21. La entidad demandada negó la sol icitud de pago de salarios y 

prestaciones socia les, por no cumplir con los requisitos exigidos 

por la jurisprudencia en caso de secuestro o desaparición forzada 

y porque el 1.° de enero de 1990, la inspección de policía pasó a 

ser asumida por el municipio de San Vicente del Caguán, Caquetá , 

en virtud de la Ordenanza 1.° de 18 de octubre de 1989.  

 

22. Según la apoderada que la simple comparación con lo 

establecido por el artículo 15 de la Ley 986 de 2005, desvirtúa los 

argumentos esgrimidos por la entidad para negar su solicitud 

porque está probado que el señor López Velasco, dependía 

laboralmente de la entidad, y si bien se había proferido la 

Ordenanza 01 de 18 de octubre de 1989, aquella no se estaba 

acatando pues estaba supeditada a que  los municipios, decretaran 

la incorporación de las inspecciones a la entidad terri torial,  toda 

vez que a estos entes terri toriales  les fue impuesta una carga 

económica relacionada con seguridad social,  salarios y 

prestaciones sociales que debían presupuestar, esto sin perjuicio 

del subsidio que el departamento entregaría al municipio, durante 

los años 1990 a 1994, para dichos gastos.  

 

23. Además, el departamento cert i f icó como su servidor público al  

señor Ersaín López Velasco, por el período comprendido entre el 

15 de septiembre de 1988 y el 30 de octubre de 1990, cuyos aportes 

a pensión fueron realizados durante dicho lapso a la Caja de 

Previsión Departamental de l Caquetá.  

 

24. En relación con el argumento de la entidad de no encontrarse 

probado el deli to de desaparición forzada, por cuanto solamente se 

al legó una cert i f icación de estarse tramitando denuncia penal por 

desaparición forzada que fue instaurada en el año 2010, debe 

advert irse que el hecho de que la investigación penal esté en la 

etapa de indagación, no signif ica que el señor Ersaín López Velasco 

no haya sido sujeto pasivo del punible de desaparición forzada y el 

único que t iene la potestad con facultades para conocer y decidir  

sobre la existencia de un deli to y la aplicación de la pena es el 

Estado a través de la Fiscalía General de la Nación, ente que, se 

ha quedado corto en la investigación al punto que a la presentación 

de la demanda, todavía se encuentra adelantando la  etapa de 

investigación prel iminar , sin resultados posit ivos acerca de los 
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autores, que lo privaron de su l ibertad y lo ocultaron sin que se 

sepa de su paradero y que por l levar tanto t iempo sin saberse de 

él,  debe tenerse por desaparec ido.  

 

25. La exigencia que hace la entidad demandada, en cuanto a 

hallarse probado el deli to de desaparición forzada, se torna 

desproporcionada a la luz de los hechos denunciados, es decir del 

desaparecimiento forzado del señor Ersaín López Velasco, por 

cuanto de la naturaleza y elementos de esta conducta punible se 

inf iere que al consumarse el ocultamiento, como uno de sus 

elementos esenciales, los afectados por el del i to se encuentran en 

la imposibi l idad física de demostrar la ocurrencia de los hechos.  

 

26. Sin embargo, en vista de las dif icultades de los famil iares de 

las víct imas de desaparición forzada, para hacer efect ivas las 

medidas de atención y asistencia, se creó un mecanismo expedito 

para declarar la ausencia, contenido en la Ley 1521 de 2012, en la 

que se dispuso la acción de declaración de ausencia por 

desaparición forzada, norma que resultó transgredida, por el 

desconocimiento de la entidad acerca de que el trámite de la 

declaración de ausencia por desaparecimiento es uno de los 

mecanismos que t iene a su alcance la famil ia del desaparecido para 

proteger el patrimonio y exigir los derechos correspondientes a la 

persona que ha sido sustraída de la protección de la ley.  

 

2.2. Contestación de la demanda 3.  

 

27. El departamento del Caquetá, por intermedio de apoderado, se 

opuso a todas y cada una de las pretensiones, para lo cual indicó 

lo siguiente:  

 

•  El deli to de desaparición forzada no se encuentra probado 

pues tan sólo se aportó un cert i f icado expedido por la 

Fiscalía 37 Especial izada Vil lavicencio-Meta-, en el que se 

evidencia que se viene adelantando una indagación por la 

presunta comisión de éste por la denuncia presentada en el 

año 2010, por la señora Margarita Velasco de López con lo 

que se dejaron transcurr ir más de 20 años de sde la 

desaparición. 

 

•  Existen contradicciones entre la versión presentada por la 

señora Margarita Velasco de López y por la compañera 

permanente del señor Ersaín López Velasco frente a la fecha 

 
3 Fo l ios  134 y  s .s .  Cuaderno 1. ° .  
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de la desaparición y frente a las condiciones en que ésta 

ocurrió toda vez que la compañera permanente señaló que 

él se fue de viaje para Bogotá y la madre del señor López 

Velasco indicó que fue raptado por unos hombres armados 

integrantes de las FARC.  

 

•  El presunto desaparecido laboró como secretario de la 

Inspección de Policía de «El Recreo» desde el 15 de 

septiembre de 1988 hasta el 30 de octubre de 1990, según 

cert i f icado laboral  aportado por la demandante, por lo que 

es contradictorio que el la af irme que su esposo desapareció 

desde el 6 de octubre de 1990. 

  

28. Por últ imo, formuló las excepciones de (i) prescripción de las 

acreencias laborales al indicar el  señor López Velasco fue 

desvinculado de la administración departamental desde el pr imero 

de noviembre de 1990; ( i i)  ausencia de causa para demandar, ( i i i )  

inexistencia de las causales de nulidad; ( iv) legalidad del acto 

administrat ivo, (v) inexistencia del derecho y (vi) «cumplimiento del 

periodo legal»4.  

 

2.3. Trámite en primera instancia.  

 

29. El Tribunal Administrat ivo del Caquetá, en la audiencia inicial 

establecida en el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, que se l levó 

a cabo el 24 de abri l  de 2018 5,  donde adoptó las siguientes 

determinaciones:  

 

( i)  Frente al saneamiento del proceso, expresó que no se 

advertía causal de nulidad alguna.  

( i i )  En cuanto a las excepciones advirt ió que consistían en 

argumentos de defensa, salvo la de prescripción que, 

según di jo, analizaría al resolver el fondo del asunto.  

( i i i )  Fi jó el l i t igio así:  

 

«El asunto central en el sub l i te ,  es entrar a def inir  lo s iguiente:  

¿Es procedente declarar la nul idad del acto administrat ivo, 

mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de los 

 
4 Frente a esta ú l t ima esgr imió que e l  pos ib le v ínculo que pud iera ex is t i r  entre  
e l  señor  López Velasco y  e l  Depar tamento del  Caquetá fenec ió en v i r tud de la  
Ordenanza 01 del  18  de octubre de 1989,  según la cua l  a  pa r t i r  de l  1 .°  de 
enero  de 1990 se modi f icó e l  carácter  y  la  dependenc ia  depar tamenta l  de  las  
inspecc iones  de la  po l ic ía  que pasaron a  ser  par te de  los  munic ip ios ,  
espec í f icamente  la Inspecc ión de Po l ic ía  de «El  Recreo» pasó a ser  del  
munic ip io de San V icente  del  Caguán.  

5 Fo l ios  103 y  s .s .  Cdno.  1.° .  
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salar ios y prestaciones Sociales causados desde el 1  de enero 

de 1990, hasta el momento de la apar ic ión o declaración de 

muerte presunta del señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO? 

Problemas jur ídicos asociados: ¿Cómo restablecimiento del  

derecho debe declararse i)  que el señor ERSAÍN LÓPEZ 

VELASCO, desapareció el 06 de octubre de 1990, cuando se 

encontraba laborando para el Departamento del C aquetá,  en el 

cargo de Secretar io de la Inspección de Pol icía el Recreo, 

Llanos del Yar i ,  Caquetá?  

En consideración a lo anter ior : ¿Debe accederse al 

reconocimiento del  t iempo de servic io al Departamento del  

Caquetá,  desde la fecha de la desapar ic ión del s eñor LÓPEZ 

VELASCO, hasta su apar ic ión o muerte presunta,  i i )  así  como 

el pago de los salar ios o prestaciones sociales desde el 

01/01/90 al día de su desapar ic ión forzada, i i i )  y al  pago todos 

los salar ios desde la fecha de la desaparic ión del señor LÓPEZ 

VELASCO, en cal idad de compañero permanente de la l ibel is ta, 

hasta el momento en que este aparezca o se declare su muerte 

presunta?» 6.  

 

30. Así mismo, se decretaron como pruebas las aportadas y pedidas 

por la parte demandante toda vez que la entidad deman dada no 

solicitó pruebas, y se f i jó el 17 de jul io de 2018 7 como fecha de 

celebración de la audiencia para el recaudo de los test imonios.  

 

2.4. La sentencia apelada 8.  

 

31. El Tr ibunal Administrat ivo de Caquetá, prof ir ió sentencia el 1.°  

de agosto de 2019, en la cual,  accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda.  

 

32. Según lo explicó, la conducta de desaparición forzada no se 

encontraba penalizada en el ordenamiento jurídico interno sino  a 

part ir de la expedición de la Ley 589 de 2000 y luego, el desarrol lo 

normativo que se dio fue para proteger a las víct imas del deli to del 

secuestro; por esto, con la Ley 282 de 1996, se adoptó la protección 

efect iva a las víct imas, para garantizar el pago de los salarios y las 

prestaciones sociales. Se ref ir ió a la Ley 986 de 2005, artículo 15, 

frente al pago de salarios, honorarios y prestaciones sociales del 

secuestrado y a la sentencia C – 394 de 2007, que hizo extensiva 

la total idad de las consecuencias jurídicas de la Ley 986 de 2005 a 

las víct imas de desaparición forzada.  

 
6 F .  164 Cdno.  1.  

7 F .  170 y  s .s .  Cdno.  1 .° .  

8 Fo l ios  146 v to.  y  s .s .    
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33. Luego de analizar las pruebas al legadas advirt ió el Tribunal que 

las supuestas inconsistencias presentadas en la cert i f icación 

laboral al legada por la señora Mopán Tique, conforme a la cual el 

señor López Velasco laboró hasta el 30 de octubre de 1990 no son 

atribuibles de forma alguna a la demandante, y menos como para 

denegarle el pago de los salar ios y las prestaciones sociales sino 

que, al contrario, de dicha cert i f icación se extrae que el señor López 

Velasco se encontraba vinculado a la Gobernación del Caquetá y 

dicha vinculación se mantuvo hasta el 31 de octubre de 1990, fecha 

en la cual,  la Inspección de Policía «El Recreo» dejó de s er del  

orden departamental para pasar a cargo del municipio de San 

Vicente del Caguán.  
 

34. Respecto de la desaparición est imó que sí se encontraba 

probada tal como se advertía del fal lo de 11 de febrero de 2016 

proferido por el Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia de 

Florencia, donde se declaró ausente por desaparición forzada al 

señor López Velasco desde el 6 de octubre de 1990 ,  fecha en que 

fue privado i legalmente de su l ibertad, razón por la cual se 

evidenciaba que el motivo de la desaparición fue plenamente 

determinado por una autoridad judicial.  
 

35. Dicha Corporación estableció que , frente al pago de los salarios 

y las prestaciones la Ley 986 de 2005 determinó que éste ocurri ría 

también hasta el cumplimiento del período constituc ional o legal 

pero esto referido a los cargos de elección popular, por lo que ese 

aparte no era aplicable al caso del señor López Velasco, sin 

embargo, en atención a lo señalado por la Ordenanza 01 de 18 de 

octubre de 1989 la Inspección de Policía «El Recr eo» cambió su 

denominación a Inspección de Policía Municipal  con lo cual se 

produjo la desvinculación definit iva de los empleados de la planta 

de personal de la Gobernación del Caquetá que se desempeñaban 

en esas inspecciones de policía anteriores. Además,  por Oficio 

1443 de 31 octubre de 1990 se le comunicó al señor López Velasco 

que a part ir del 1.° de noviembre de 1990 quedaba desligado de la 

administración departamental.  

 

36. Igualmente estableció que el municipio de San Vicente del 

Caguán nombró nuevo inspector de policía y secretario de la 

inspección, por lo que el cargo del señor López Velasco quedó 

definit ivamente suprimido de la planta de personal del 

departamento del Caquetá, razón por la cual solamente hasta esa 

fecha el ente terri torial se encont raba obligado al pago de salarios 

y prestaciones a su favor, toda vez que al l í  f inal izó su relación legal 

y reglamentaria con la Gobernación del Caquetá, en atención a la 

supresión del cargo que ocupaba.  
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37. Por lo anterior,  declaró la nulidad parcial del Of icio 77399 de 8 

de septiembre de 2016 y ordenó a la Gobernación del Caquetá 

reconocer y pagar a favor de Fanny Mopán Tique todos los salarios 

y prestaciones sociales a que hubiera tenido derecho el señor 

López Velasco desde el 6 de octubre de «1989» y ha sta el 31 de 

octubre de 1990; igualmente ordenó que dichas sumas debían ser 

indexadas y la demandada podría efectuar todos los descuentos por 

aportes a seguridad social a que hubiere lugar. Finalmente condenó 

en costas y agencias en derecho a la parte demandada.  
 

2.5. Recursos de apelación.  
 

2.5.1. El departamento del Caquetá, a través de apoderado 

presentó recurso de apelación 9 en el cual señaló que en este caso 

ocurrió la prescripción de las acreencias laborales de conformidad 

con el Decreto 3135 de 1968, artículo 41 y el Decreto 1848 en su 

artículo 112, toda vez que la demandante elevó la sol icitud en 

agosto de 2016 pese a que la vinculación del señor López Velasco 

con la administración departamental se mantuvo hasta el 30 de 

octubre de 1990. 

 

38. Igualmente indicó que hubo un error en cuanto a la fecha la 

condena por cuanto el período objeto de los reconocimientos 

salariales y prestacionales correspondía desde el 6 de octubre de 

1990 al 30 de octubre de 1990 y no como erróneamente lo dispuso 

el despacho desde el 6 de octubre de 1989 hasta el 30 de octubre 

de 1990 toda vez que la desaparición ocurrió el 6 de octubre de 

1990.  
 

39. Además, di jo que de conformidad con la sentencia de la Corte 

Constitucional T- 1131 de 2008, no hubo inmediatez en «la soli c itud 

de amparo» en relación con la fecha de la desaparic ión o del 

secuestro.  

 

40. Finalmente indicó que en este caso no se comprobó que la 

demandante o su núcleo famil iar dependieran de los ingresos del 

señor López Velasco toda vez que no se aportó ningu na prueba que 

demostrara la afectación del mínimo vital para la continuación del 

pago de las prestaciones.  
 

2.5.2. La apoderada de la demandante presentó recurso de 

apelación10 en el cual señaló que el juez de primera instancia no se 

pronunció respecto del salario y las prestaciones sociales que el 

departamento del Caquetá le debía al señor López Velasco y que 

 
9 F f .  202 y  s .s .  

10 F f .  208 y  s .s .  
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se habían causado y no pagado al momento de su desaparición;  es 

decir,  que no se valoró la respuesta dada por la jefe de Recursos 

Humanos y Bienestar Social del departamento del Caquetá, donde 

se demuestra que habían unas sumas adeudadas por parte del ente 

terri tor ial;  en este sentido , debían pagársele, además del sueldo 

del mes de octubre de 1990, todas las prestaciones causadas desde 

el primero de enero de 1990.  
 

41. Igualmente explicó que si  bien es cierto las Inspecciones de 

Policía pasarían a ser del orden municipal,  el lo quedó sometido a 

una condición, como era que los Concejos Municipales promulgaran 

los respectivos acuerdos de incorporación. No obstante, en este 

caso no se le comunicó dicha decisión al señor López Velasco, por 

lo que no pudo conocer la y en virtud del principio constitucional de 

solidaridad debía cont inuarse con el pago de los salarios toda vez 

que en la Ordenanza 01 de 1989, artículo sexto, se estableció que 

el departamento del Caquetá otorgaría a los municipios un subsidio 

para el pago de salarios y prestaciones sociales a part ir del primero 

de enero de 1990 y por 4 años.  
 

2.6. Trámite en segunda instancia.  
 

42. Por autos de 28 de enero 11 y 9 de marzo de 202012,  se admit ió 

el recurso de apelación interpuesto por las partes y se ordenó correr 

traslado para alegar de conclusión y al  agente del Ministerio Público 

para conceptuar en segunda instancia, respectivamente.  
 

43. La parte demandada 13 reiteró los argumentos del recurso de 

apelación.  
 

44. La parte demandante y el Ministerio Público guardaron 

silencio14.   

  
I I I .  CONSIDERACIONES 

 

3.1. Competencia 
 

45. De conformidad con el artículo 150 del Código de Procedimiento 

Administrat ivo y de lo Contencioso Administrat ivo 15,  el Consejo de 

 
11 Fo l io  233.   

12 Fo l io  239.  

13 Rec ib ido por  cor reo e lect rón ico e l  14 de ju l io  de 2020.  D ig i ta l izado en e l  
ap l icat ivo SAMAI.  

14 F f .   186 y  s .s .  

15 «El  Consejo de Estado,  en Sa la de lo  Contenc ioso Admin is t ra t ivo conocerá  
en segunda ins tanc ia  de las  apelac iones de las  sentenc ias d ic tadas en  pr imera 
ins tanc ia  por  los  t r ibunales adminis t rat ivos y  de  las  apelac iones de autos  
suscept ib les  de este medio de impugnac ión,  as í  como de los  recursos de queja  
cuando no se conceda el  de  ape lac ión por  par te de los  t r ibuna les,  o  se conceda 
en un e fecto d is t in to  del  que corresponda,  o no se concedan los  ext raord inar ios  
de rev is ión o de un i f icac ión de jur isprudenc ia. […] »  
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Estado es competente para resolver el recurso de apelación 

interpuesto.  
 

46. Asimismo, conforme con lo dispuesto en el artículo 328 16 del 

Código General del Proceso, la competencia del juez de segunda 

instancia está circunscrita a los argumentos expuestos por el 

apelante. No obstante, en caso de que ambas partes hayan apelado 

la sentencia, el superior resolverá sin l imitaciones, como ocurrió en 

este caso. 
  

3.2. Problema Jurídico.  
 

47. Corresponde a la Sala de Subsección establecer si ¿la 

demandante t iene o no derecho, al reconocimiento de los salarios 

y prestaciones sociales adeudados por el  departamento del 

Caquetá al señor Ersaín López Velasco, por su desaparición 

ocurrida en el mes de octubre de 1990 y a quien, a través de 

sentencia de 11 de febrero de 2016, proferida por el Juzgado 

Segundo Promiscuo de Famil ia de Florencia se le declaró ausente 

por desaparecimiento?  Si la respuesta al anterior interrogante es 

posit iva, se determinará el periodo por el cual debe ordenarse el 

pago de las sumas señaladas, de conformidad con la Ley 986 de 

2005 y la sentencia de la Corte Constitucional C - 394 de 2007. 
 

48. Bajo ese contexto, la Sala decidirá el asunto sometido a su 

consideración en el  s iguiente orden: i) marco normativo y 

jurisprudencial de los instrumentos jurídicos de protección frente a 

la desaparición forzada; i i )  pruebas relevantes y ( i i i )  solución al 

caso en concreto.  
 

3.3. Marco normativo y jurisprudencial para el pago de salarios 

y prestaciones de los servidores públicos víctimas de 

desaparición forzada a sus beneficiarios.  
 

49. La desaparición forzada es catalogada como una de las 

conductas más atroces que se comete «[…] dentro o fuera de 

situaciones de confl icto, violencia o paz, pues su intención es 

borrar, el iminar, sustraer a una persona de un determinado entorno, 

ocultar en todo t iempo su paradero y causar con el lo incert idumbre, 

temor, dolor y desesperanza» 17.    
 

 
16 «ARTÍCULO 328 .  COMPETENCIA DEL  SUPERIOR.  E l  j uez  de  s egunda  i ns tanc ia  deber á  
p ronu nc ia rs e  s o lamen te  s ob re  l os  a rgumen tos  ex pu es tos  po r  e l  ape la n te ,  s i n  pe r j u i c i o  de  l as  
dec i s i ones  que  deba  ado p ta r  de  o f i c i o ,  en  l os  c as os  p rev i s t os  po r  l a  l ey .  
S in  embargo ,  c uando  ambas  pa r t es  hay an ape lado  t oda  l a  s en tenc ia  o  l a  que  no  ape ló  hub ie re  
adher i do  a l  rec u rs o ,  e l  s uper i o r  res o l v e rá  s i n  l im i t ac iones .  
En  l a  ape lac ión  de  au tos ,  e l  s uper i o r  s ó lo  t e nd rá  c ompe tenc ia  pa ra  t r am i t a r  y  dec id i r  e l  
rec u rs o ,  c ondenar  en  c os tas  y  o rdenar  c op ias .  
E l  j uez  no  pod rá  h ac e r  má s  des fav o rab le  l a  s i t uac ión  de l  a pe lan te  ún i c o ,  s a l v o  que  en  r az ón  
de  l a  mod i f i c ac ión  f ue ra  i nd i s pens ab le  re f o rma r  pun t os  í n t imamente  re l ac ionados  c on  e l l a .  
En  e l  t rám i t e  de  l a  ape lac i ón  no  s e  p odr án  p romov er  i nc i den tes ,  s a l v o  e l  de  re c us ac ión .  Las  
nu l i dades  p r oc es a les  deberán  a leg a rs e  du ra n te  l a  au d ienc ia . »  
17 Cas t i l l a  J uá rez ,  Ka r l os  A .  «Des apar i c i ó n  Fo rz ada ,  Mec an i s mos  y  es tándares  
i n t e rnac iona les » .  (2 018)  B ib l i o t ec a  j u r í d i c a ,  Cor t e  I n t e ramer i c ana  de  D erec hos  Humanos .  
D i s pon ib le  en :  h t t ps : / / b i b l io t ec ac o r t e i dh .w ink e l . l a /P roduc t /V iewerP roduc t / 849# page=1   

https://bibliotecacorteidh.winkel.la/Product/ViewerProduct/849#page=1
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50. En el marco del confl icto lat inoamericano 18 las desapariciones 

forzadas  se  dir igieron principalmente en  contra  de opositores y 

l íderes  polí t icos, sociales,  sindicales,  estudianti les  o  simples  

mil i tantes  de  dichos  movimientos,  buscando  debil i tar  sus  

estructuras,  sembrar  el miedo, castigar y desalentar su 

continuidad; aunque también se ha dado como «[…] parte de una   

estrategia   para   sembrar   el   terror   en   personas   no   vinculadas   

con   ningún   movimiento o que estaban en situaciones de exclusión 

a f in de ampliar los daños que ha generado  un  confl icto  como  una  

forma  de  debil i tar  y  desestructurar  el  tej ido  social ».   
 

51. Los elementos normativos de la desaparición forzada como 

deli to de lesa humanidad fueron determinados en un principio por 

el bloque de constitucionalidad, en la Declaración sobre la 

protección de todas las personas contra las desapariciones 

forzadas19 y el artículo I I20 de la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada de Personas 21.  
 

52. Igualmente, el artículo 2.° de la Convención Internacional para 

la Protección de todas las personas contra las desapariciones 

 
18 Aná l i s i s  rea l i z ado  en  l a  o b ra  c i t ada  e n  p r ec edenc ia  «Des apa r i c i ón  Fo rz ad a ,  Mec an i s mos  y  
es tándares  i n t e rnac ion a le s » .  
19 Aprobada por  la  Asamblea General  de  las  Nac iones  Un idas  en su Reso luc ión  
47/133,  de 18 de d ic iembre de 1992,  donde se seña ló ;  

«[…]  

Pro fundamente preocupada por  e l  hecho de que en muchos países,  con 
f recuenc ia  de manera  pers is ten te ,  se  produzcan desapar ic iones  forzadas,  es  
dec ir ,  que se  ar reste ,  detenga o t ras lade contra  su  vo luntad a las  personas ,  o  
que éstas resu l ten pr ivadas de su l iber tad de a lguna otra forma por  agentes  
gubernamenta les de cua lquier  sector  o n ivel ,  por  grupos or gan izados o por  
par t icu lares que actúan en nombre de l  gobierno o con su apoyo d irec to o  
indirec to,  su autor izac ión o su asent imiento,  y  que luego se  n iegan a reve lar  
la  suer te o  e l  paradero de esas personas o  a reconocer  que están pr ivadas  de 
la  l iber tad ,  sustrayéndo las así  a la  protecc ión de la ley ,  

[…]».  

20 «  Los Estados Par tes  en esta Convenc ión se comprometen a:  

a)  No prac t icar ,  no permi t i r ,  n i  to lerar  la  desapar ic ión forzada de personas ,  n i  
aun en estado de emergenc ia,  excepc ión o suspens ión de garant ías  
indiv idua les;  

b)  Sanc ionar  en e l  ámbi to de su jur isd icc ión a los  autores,  cómpl ices y  
encubr idores de l  de l i to  de desapar ic ión forzada de personas,  as í  como la 
ten ta t iva de comis ión  de l  mismo;  

c)  Cooperar  en tre s í  para contr ibu ir  a preven ir ,  sanc i onar  y  er rad icar  la  
desapar ic ión forzada de personas;  y  

d)  Tomar las  medidas de carác ter  legis la t ivo ,  admin is t rat ivo,  j ud ic ia l  o de  
cua lquier  ot ra índo le  necesar ias  para cumpl i r  con los  compromisos asumidos 
en la presente Convenc ión.  »  

21 Adoptada por  la  Asamblea General  de la  Organizac ión  de Estados  
Amer icanos en Belém do Pará  (Bras i l )  e l  9  de  jun io de 1994 y  aprobada por  
Co lombia  a  t ravés de la  Ley 707 de 2001.  
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forzadas, donde se definió a la desaparición forzada como «E]l 

arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de 

privación de l ibertad que sean obra de agentes del Estado o por 

personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el  

apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a 

reconocer dicha privación de l ibertad o del ocultamiento de la suerte  

o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la 

protección de la ley.»  

 

53. Así mismo en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional22,  se incluyó a la desaparición forzada como crimen 

de lesa humanidad en el artículo 7, I , i , cuando  ésta se cometa como 

parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población 

civi l  y con conocimiento de dicho ataque.  

 

54. Los citados instrumentos internacionales coinciden en catalogar 

a la desaparición forzada, como un deli to cometido única y 

exclusivamente por agentes estatales o por personas o grupos de 

personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia 

del Estado, siendo uno de los casos más sombríos de conocimiento 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el de «Los 19 

Comerciantes Vs. Colombia», donde en sentencia de 5 de jul io de 

2004, consideró lo siguiente:  
 

«[…] 
155. La Corte considera que en el presente caso se violó el  
derecho a la vida de los 19 comerciantes,  ya que ha quedado 
probado, de conformidad con las  sentencias emit idas en los 
procesos internos […], que miembros del grupo “paramil i tar”  que 
operaba en Puerto Boyacá dieron muerte a las presuntas víct imas 
y poster iormente descuart izaron sus cuerpos y los lanzaron a las 
aguas del caño “El  Ermitaño”,  af luente del r ío Magdalena.  Han 
transcurr ido más de dieciséis años de ocurr idos los hechos sin que 
se hayan local izado e ident i f icado sus restos».  
 

55. En ese caso, la CIDH también advirt ió que el Estado violó los 

derechos a la l ibertad personal, a la integrida d personal y a la v ida 

consagrados en los artículos 4.°, 5.° y 7.° de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 

de la misma, en perjuicio de las víct imas 23.  Entre varias de las 

 
22 Ver ,  por  e jemplo:  párrafo 3°  de l  Preámbulo de la  Dec larac ión sobre  la  
protecc ión de todas las  personas contra las  desapar ic iones forzadas;  ar t ícu lo  
I I  de  la Convenc ión In teramer icana sobre  Desapar ic ión  Forzada de Personas;  
ar t ícu lo 2 de la Convenc ión inte rnac iona l  para la protecc ión  de todas  las  
personas  contra  las  desapar ic iones forzadas;  y  e l  ar t ícu lo  7  (2)  ( i )  de l  Es tatuto 
de Roma de la  Cor te Pena l  Internac iona l .  

23 
h t tps : / /www.cor te idh.or .c r /CF/ jur isprudenc ia2/ f icha_tecn ica .c fm?nId_F icha=2
74 
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decisiones que adoptó la Corte fueron ordenar al Estado 

colombiano, en un plazo razonable, investigar efect ivamente los 

hechos del caso, con el f in de identif icar, juzgar y sancionar a todos 

los autores materiales e intelectuales de las violaciones cometid as 

en perjuicio de los 19 comerciantes, para los efectos penales y 

cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación de los 

hechos; realizar una  búsqueda seria, en la cual realice todos los 

esfuerzos posibles para determinar con certeza lo ocur rido con los 

restos  de las víct imas y , pagar la cantidad total de US$ 55.000,00 

(cincuenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) o 

su equivalente en moneda colombiana por concepto de los ingresos 

dejados de percibir por cada una de las 19 víct imas. 

 

56. Ahora, en nuestro ordenamiento jurídico, si bien e n la 

Constitución Polít ica de 1991, se estableció en su artículo 12 que 

«Nadie será somet ido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos 

crueles, inhumanos o degradantes»  no obstante la t ipif icación del  

deli to solo vino a ocurri r en el año 2000 24,  cuando en atención al 

contexto del confl icto armado colombiano , se estableció que puede 

ser catalogada como desaparición forzada, aquella cometida por 

part iculares pertenecientes a un grupo al margen de la ley.  

 

57. Específ icamente frente a algunas característ icas  del confl icto,  

esta Corporación se pronunció, a través de la Sala Novena Especial 

de Decisión, en fallo de 9 de septiembre de 2020 25,  cuando citando 

al Centro de Memoria Histórica aludió al confl icto armado que se 

suscitó part icularmente en la zona de San Vicente del Caguán, 

escenario donde se produjo la desaparición objeto de este l i t igio, 

en los siguientes términos: 

 

« […] Es un hecho, debidamente documentado, la grave situación 
de violencia que amenazaba a la poblac ión civ i l ,  la fuerza públ ica 
y los l íderes polí t icos por cuenta del grupo armado insurgente 
FARC, en donde el secuestro,  o mejor l lamado toma de rehenes, 
al  tener lugar en  el marco del conf l icto interno, cobró protagonismo 
y fue padecido por los dist intos sectores de la sociedad, 
c iudadanos en general,  empresar ios y dir igentes polí t icos.  El lo se 
expl ica según el Centro de Memoria Histór ica ,  entre otras razones, 
por el “control terr i tor ial  que obtuvo las FARC en medio de las 
negociac iones de paz con el gobierno de la época” convir t iéndose 
el secuestro en una herramienta de presi ón pol í t ica en el marco de 

 
24 Ley 589 de 2000 «Por  medio  de la  cua l  se  t ip i f ica  e l  genoc id io ,  la  
desapar ic ión forzada,  e l  desp lazamiento forzado y  la  tor tura ;  y  se  d ic tan ot ras 
d ispos ic iones».  

25 Consejo  de Estado,  fa l lo  de Sala Espec ia l  de Dec is ión  Núm.  9  ,  profer ida  
dentro  de l  mecan ismo espec i a l  de  rev is ión  rad icado 
76001333100120080013401,  recurrente:  Fab io la Perdomo y  ot ros,  con 
ponenc ia de qu ien se ocupa de esta prov idenc ia.    
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dichos diá logos. La zona de despeje “permit i ó que el grupo 
guerr i l lero fuera capaz de mantener grandes volúmenes de 
secuestrados, especial izándose en esta fase de la industr ia 
cr iminal.  Durante los diálogos del Caguán, entre 1998 y 2002, las 
FARC comet ieron 5.351 secuestros”.   
73.– El escenar io de éste conf l icto fue plasmado en el Informe de 
la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre la si tuación de los Derechos Humanos en Colombia 
donde indicó:  “En su gran mayoría,  las tomas de rehenes en el  
contexto del conf l icto armado colombiano se cometen bajo la forma 
del secuestro extorsivo como fuente de f inanciación de los grupos 
armados. Colombia t iene (sic)  un t r iste récord mundial en esta 
mater ia.  Según la Fundación País Libre,  de enero a noviembre de 
2001, fueron perpetrados en  el país 2.856 secuestros, de los 
cuales 875 son atr ibuidos al ELN, 714 a las FARC, 260 a los grupos 
paramil i tares,  100 al  Ejérci to Revolucionar io del Pueblo (ERP),  20 
al Ejérci to Popular de Liberación (EPL), 11 al Ejérci to 
Revoluc ionar io Guevar ista (ERG) y el resto a la del incuencia 
común o autores no ident i f icados (…).  Aunque la guerr i l la de las 
FARC se compromet ió en sept iembre (…) a renunciar a real izar las 
l lamadas “pescas milagrosas”,  o tomas masivas,  las guerr i l las 
cont inuaron con esta práct ica.  (…)” .» 
 

58. En atención a este contexto, nuestro ordenamiento jurídico 

reguló, en un primer momento, la protección efect iva a las víct imas 

del deli to del secuestro y la extorsión, a través de Ley 282 de 

199626,  garantizando el pago de los salarios y las prestaciones 

sociales a t ravés de un seguro tomado por el Fondo Nacional para 

la Defensa de la Libertad Personal -hoy función asumida por el 

Minister io de Defensa-, norma en cuyo artículo 23 27 dispuso que 

sólo habrá lugar a la declaratoria de ausencia por desaparecimiento 

después de 5 años de haberse verif icado el secuestro, con lo cual 

 
26 «Por  la  cua l  se d ic tan  medidas tend ientes a  er rad icar  a lgunos de l i tos  contra  
la  l iber tad personal ,  espec ia lmente e l  secuestro y  la  ex tors ión,  y  se exp iden 
ot ras d ispos ic iones».  

27 E l  ar t ícu lo 5o .  del  decreto 1923 de 1996 condic iona la cober tura  de l  seguro  
a la  subs is tenc ia de la obl igac ión de l  empleador  de pagar  la  remunerac ión y  
la  l im i ta a l  término de 5 años,  en armo nía con e l  ar t ícu lo 23 de la ley  282,  as í :   

“ (…) Ar t ícu lo 5°.  Término de los  eventos  asegurados.  Cada uno de los  eventos 
asegurados contra e l  no pago de los  salar ios  y  pres tac iones  soc ia les  a l  
secuestrado por  par te  de l  pa trono o empleador ,  es tará cubier to por  la  pó l iza  
de l  seguro colect ivo de cumpl imiento ,  desde la fecha en que resu l te mani f ies to 
y  probado por  cua lqu ier  med io idóneo e l  r iesgo amparado,  y  mientras subs is ta 
la  ob l igac ión del  patrono o  empleador  de pagar  a l  secuestrado la  
remunerac ión,  o hasta  que,  permaneciendo la persona en cond ic ión de ta l ,  sea 
reasumida por  este  u  ocurra  su l iberac ión o  se compruebe su muer te .   

En cua lqu ier  caso,  la  indemnizac ión  por  evento se  pagará  só lo hasta por  un  
término de c inco (5)  años,  contados a par t i r  de la cer t i f icac ión  de la  cond ic ión  
de secuestrado,  expedida por  e l  D irector  del  Programa Pres idenc ia l  para la 
Defensa de la L iber tad Persona l ,  en los  términos de l  ar t ícu lo 8o.  de l  presente  
decre to (…)” .   
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se creó un límite máximo a la garantía en el pago de los salarios y 

las prestaciones sociales del secuestrado.  

 

59. Luego, a través del Decreto 1923 de 1996  «Por el cual se 

reglamenta el funcionamiento del seguro colect ivo para garantizar 

el pago de salarios y prestaciones sociales de las personas víct imas 

de secuestro», se reguló el funcionamiento del seguro colect ivo 

para garantizar el pago de salarios y prestaciones socia les de las 

personas víct imas de secuestro, la naturaleza y objeto del mismo, 

la contratación de la póliza, el l ímite de la responsabil idad por 

evento, la forma de pago de la indemnización, el término de los 

eventos asegurados, las condiciones de responsabi l idad de la 

aseguradora, los beneficiarios del seguro, los requisitos para 

acceder al pago de la indemnización y la subrogación.  

 

60. Como se aprecia, el citado panorama jurídico se ocupó 

únicamente del deli to del secuestro, y el derecho al pago de los 

salarios y prestaciones sociales del secuestrado, obligación que se 

deducía del artículo 22 de la Ley 282 y del Decreto 1923 de 1996, 

para lo cual estableció el seguro colect ivo como garantía inmediata 

de cumplimiento en caso de que el empleador no pague los  salarios 

y prestaciones sociales.  

 

61. En lo que se ref iere a la desaparición forzada, su t ipif icación 

penal28 fue introducida por la Ley 589 de 200029,  donde determinó 

que el deli to podía ser cometido:  

 

( i)  por servidores públicos o part iculares bajo la 

determinación o la aquiescencia de servidores públicos.  

( i i )  por particulares pertenecientes a un grupo al margen 

de la ley . 

 
28 «ARTICULO 1o.  El Cód igo Pena l  tendrá unos nuevos ar t ícu los del  s iguien te  
tenor :  

ARTICULO 268-A.  Desapar ic ión forzada.  El  par t icu lar  que per tenec iendo a un 
grupo armado a l  margen de la ley  someta  a ot ra persona a pr ivac ión de su 
l iber tad cualqu iera que sea la forma,  seguida de su ocu l tamiento  y  de la  
negat iva  a  reconocer  d icha pr ivac ión  o  de dar  in formac ión sobre  su paradero,  
sustrayéndo la de l  amparo  de la ley ,  incurr i rá en pr is ión de veint ic inco (25)  a  
cuarenta (40)  años,  mul ta de qu in ien tos (500)  a  dos mi l  (2.000)  salar ios  
mín imos legales v igentes  y  en i nterd icc ión  de derechos  y  func iones púb l icas 
de c inco (5)  a  d iez  (10)  años.  

A la misma pena quedará  somet ido,  e l  serv idor  públ ico ,  o  e l  par t icu lar  que 
actúe bajo  la  determinac ión o  la  aqu iescenc ia de aquel ,  y  rea l ice la  conducta  
descr i ta  en e l  inc iso  anter ior».  

29 «Por  medio de la  cual  se  t ip i f ica  e l  genoc id io ,  la  desapar ic ión forzada,  e l  
desp lazamiento forzado y  la  tor tura;  y  se  d ic tan  ot ras d ispos ic iones» .  
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62. En la citada norma, se creó, además, la comisión de búsqueda 

de personas desaparecidas (art.  8.°30),  el registro nacional de 

desaparecidos  (art.  9.°31),  se señaló cómo sería la administración 

de los bienes de las personas víct imas del deli to de desaparición 

forzada (art.  10.°) y en el artículo 11 se ref ir ió a la obligación 

 
30 «Art ículo 8º .  Comis ión de Búsqueda de Personas Desaparec idas.  Créase 
una comis ión nac ional  y  permanente de búsqueda de personas desaparec idas  
con e l  f in  de  apoyar  y  promover  la  invest igac ión de l  de l i to  de  desapar ic ión 
forzada,  con p leno respeto de las  competenc ias ins t i tuc ionales y  de las  
facu l tades de los  suje tos procesales.   

Esta comis ión d iseñará,  evaluará y  apoyará la e jecuc ión de los  p lanes de 
búsqueda de personas desaparec idas  y  conformará  grupos de t rabajo para  
casos especí f icos.   

La Comis ión estará in tegrada por  las  s igu ientes  personas:   

El  F iscal  General  de la Nac ión o su de legado permanente .   

El  Procurador  Genera l  de  la Nac ión o  su delegado permanente .   

El  Defensor  del  Pueb lo o  su de legado permanente.   

El  Min is ter io  de  Defensa o  un delegado de la  Of ic ina  de Derechos Humanos 
de l  Min is ter io  de Defensa.   

El  Consejero  Pres idenc ia l  para los  Derechos  Humanos o su de legado 
permanente .   

El  Director  de l  Programa Pres idenc ia l  para la Defensa de la L iber tad o su  
de legado permanente.   

El  D irector  de l  Ins t i tu to de Medic ina Lega l  o  su de legado permanente .   

Un Representante  de la Asoc iac ión  de Fami l iar es de Deten idos  Desaparec idos,  
Asfaddes.   

Un Representante de las  organizac iones no gubernamenta les de Derechos 
Humanos escog idas por  e l las  mismas.   

Parágrafo.  Las labores de búsqueda se  extenderán inc luso a los  casos 
acaec idos con anter io r idad a la  expedi c ión de esta ley .»  

31 «Art ículo  9º.  Regis t ro Nac iona l  de Desaparec idos.  E l  Gobierno Nac iona l  
d iseñará y  pondrá en marcha un reg is t ro nac iona l  de desaparec idos en e l  que 
se inc lu i rán  todos los  datos de ident i f icac ión de las  personas  desaparec idas y  
de inhumac ión y  exhumación de cadáveres de personas no ident i f icadas,  e l  
cua l  deberá  contener  como mín imo los  s igu ientes datos:   

 1 .  Ident idad de las  personas desaparec idas.   

 2 .  Lugar  y  fecha de los  hechos.   

3.  Re lac ión de los  cadáveres,  res tos exhumados o  inhumad os,  de  personas no 
ident i f icadas,  con la ind icac ión de l  lugar  y  fecha del  ha l lazgo,  cond ic iones,  
caracter ís t icas,  ev idenc ias,  resu l tados de estud ios técn icos,  c ient í f icos o 
tes t imon ia les y  cua lqu ier  da to  que conduzca a su ident i f icac ión.   

El  Reg is t ro  Nac ional  de  Desaparec idos será coord inado por  e l  Ins t i tu to  
Nac iona l  de Medic ina  Lega l  y  func ionará en su sede.   

En la reso luc ión que dé in ic io  a  la  invest igac ión prev ia ,  o a la  ins t rucc ión de l  
proceso pena l ,  o  a  la  indagac ión pre l im inar  o a  la  invest igac ión  en e l  proceso 
d isc ip l inar io,  e l  F isca l  o e l  func ionar io competente de la Procuradur ía Genera l  
de la Nac ión,  según e l  caso,  ordenará  env iar  todos los  datos de la  v íc t ima al  
reg is t ro  y  sol ic i tará la  in formac ión necesar ia  para  loca l izar la.  ».  Reg lamentado 
por  e l  Decreto 4218 de 21 de nov iembre de 2005.  
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permanente del Estado de realizar todas las acciones necesaria s 

tendentes a establecer el paradero de la víct ima, conocer sobre las 

razones de su desaparición e informar sobre el lo a sus famil iares.  

 

63. Sobre la administración de los bienes de las personas víct imas 

del deli to de desaparición forzada, determinó que l a autoridad que 

conozca del proceso por el deli to de desaparición forzada podrá 

autorizar al cónyuge, compañero o compañera permanente, a 

alguno de los padres o hi jos del desaparecido, que 

provisionalmente asuma la disposición y administración de todos o 

parte de sus bienes; que el autorizado actuará como curador de 

conformidad con las leyes civi les y que esa autoridad remit irá la 

actuación al competente para que tome las decisiones definit ivas a 

que haya lugar:  

 

«Artículo 10.  Administración de los bienes de las personas 
víct imas del del i to de desapar ic ión forzada. La autor idad judicia l  
que conoce o dir ige el proceso por el del i to de desapar ic ión 
forzada, podrá autor izar al cónyuge,  compañero o compañera 
permanente 32,  a alguno de los padres o de los h i jos del  
desaparecido para que provisionalmente asuman la disposición y 
administración de todos o parte de sus bienes, en cuanto fueren 
de su manejo exclusivo.  Quien sea autor izado, actuará como 
curador de conformidad con las leyes civ i les sobre la ma ter ia.  
El funcionar io judic ial  remit irá estas d i l igencias a la autor idad 
competente,  quien adoptará en forma def ini t iva las decisiones que 
considere pert inentes.  
Parágrafo 1°.  La misma autor idad judicial  podrá autor izar a quien 
actúe como curador para que cont inúe percibiendo el sa lar io u 
honorar ios a que tenga derecho el desaparecido,  hasta por el 
término de dos (2) años, s i  este fuera un servidor públ ico 33.   
Parágrafo 2°.  Igual t ratamiento tendrá,  hasta tanto se produzca su 
l ibertad. [s ic]  El  serv idor públ ico 34 que sea sujeto pasivo del del i to  
de secuestro.»  

 

64. Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia  C- 400 de 

200335 al referirse a ambos parágrafos del artículo 10 de la Ley 589 

de 2000, recordó el deber que le asiste al Estado de proteger la 

vida y la l ibertad de todas las personas residentes en Colombia y, 

una de las maneras de cumplir ese deber es impidiendo que tale s 

 
32 E l  tex to subrayado fue  dec larado fue  dec larado exequ ib le  por  la  Cor te 
Cons t i tuc iona l  med iante Sentenc ia C -029 de 2009,  en e l  entend ido de que la 
misma, en igualdad de condic iones,  se apl ica también a los  in tegran tes de las  
parejas de l  mismo sexo.  

33 Texto subrayado dec larado INEXEQUIBLE por  la  Cor te  Const i tuc iona l ,  
mediante   sentenc ia C -  400 de 2003.  

34 Texto subrayado dec larado INEXEQUIBLE por  la  Cor te  Const i tuc iona l ,  
mediante  Sentenc ia C -400 de 2003  

35 Con ponenc ia  de l  magis t rado Dr .  Ja ime Córdoba Tr iv iño.  
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personas sean secuestradas o desaparecidas forzadamente y, que 

en caso de cometerse uno de tales deli tos, el cumplimiento de ese 

deber torna imperativo para el Estado la disposición de los 

mecanismos necesarios para proteger a las famil ias de las víct ima s, 

entre los cuales se ubica el derecho a la continuidad en el pago de 

los salarios u honorarios devengados por aquellas.  

 

65. En lo que se ref iere a los servidores públicos, secuestrados o 

desaparecidos forzadamente, la Corte destacó el deber de 

solidaridad36 que se le atr ibuye al  Estado con sus funcionarios,  

precisamente por cuanto aquellos con sus servicios concurren a los 

f ines estatales del Estado. Esto señaló esa Corporación:  

 

«[…] Pero aparte de ese deber genér ico que le asiste al Estado de 
proteger  la vida y la l ibertad de todas las personas residentes en 
Colombia,  en relación con los servidores públ icos secuestrados o 
desaparecidos forzadamente,  aquél t iene también un deber 
especia l de protección que hal la su génesis en la relac ión de 
t rabajo que le l iga a aquel los.   No puede perderse de vista que los 
servidores públ icos,  con su trabajo o con su servic io,  según el 
caso, concurren a la  real izac ión de los f ines estatales y que a el lo 
dedican su conocimiento y sus capacidades.  De al l í  que cuando 
uno de el los afronta un hecho excepcional como un secuestro o 
una desapar ic ión forzada, sur ja para el Estado, como empleador,  
el  deber de cont inuar con el pago de los salar ios u honorar ios pues 
el pr incipio const i tucional de sol idar idad también lo vincula.  Es 
decir,  en el  caso de los servidores públicos, la institución que 
se comenta no solo t iene como fuente el  genérico deber del 
Estado de proteger la vida y la l ibertad de las personas 
residentes en Colombia,  sino también el  deber de solidarizarse 
con sus servidores cuando afrontan uno de esos deli tos» .  
(Negr i l la de la Sala) .  

 

 

66. Finalmente, al declarar la inexequibi l idad de las expresiones 

subrayadas, arriba citadas, la Corte consideró que las mismas 

pusieron de manif iesto un déficit  de protección pues pese a  que la 

lesión de los bienes constitucionales de las víct imas de 

desaparición forzada es más grave que en el caso del secuestro, el  

término de protección es sustancialmente menor:  Dos años.  Al 

efecto consideró la Corte:  

 
36 Para  la  Cor te Const i tuc ional  e l  deber  de  so l idar idad se sustenta en 
cons iderar  que « […] la  construcc ión de la sol idar idad humana y  no la  
competenc ia  mal  en tend ida por  sobrev iv i r ,  es  e l  pr inc ip io de razón suf ic i ente  
de l  ar t ícu lo  95 de la  Car ta Pol í t ica  y  por  e l lo ,  en  lugar  de  rechazar  a  qu ien  
está  en s i tuac ión ostens ib le de  deb i l idad,  es  deber  pos i t ivo de todo c iudadano 
- impuesto categór icamente por  la  Const i tuc ión -  e l  de socorrer  a qu ien padece 
la neces idad,  con  medidas humanitar ias»,  ta l  como lo seña ló en sentenc ia SU -
256 de 1996.     

 



  
 

Nulidad y Restablecimiento  del  Derecho  
Radicac ión:  18001233300020170004001 (6605-2019)  

Demandante:  Fanny Mopán T ique  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le 12 No.  7-65 -  Te l :  (601)  350-6700 
Bogotá D.C.  -  Co lombia  

22 

«[…] De acuerdo con el lo,  tanto en el caso de los t rabajadores 
secuestrados como en el caso de los t rabajadores desaparecidos 
el derecho a la cont inuidad en e l pago de salar ios u honorar ios se 
reconocerá hasta tanto se produzca la l ibertad del t rabajador.  
Con todo, debe quedar claro que e l derecho del t rabajador no 
genera para el empleador una obl igación a perpetuidad e 
ir redimib le pues el la se mant iene hasta tanto se cumpla una 
condic ión resolutor ia pues, sea cual fuere el t iempo de pr ivación 
de la l ibertad,  la propia ley impone co mo l ímite la obtención de la 
l ibertad.      
Además, concurren otras causas de ext inción de la obl igación 
como la muerte del secuestrado o desaparecido o la declarator ia 
de presunción de muerte por desaparecimiento.  Frente a otras 
circunstancias la obl igac ión también se ext ingue, tal  como ocurre 
con el cumplimiento del período const i tucional o legal  o el 
cumplimiento del término en los contratos a término f i jo.  Sin 
embargo, en estos últ imos eventos la autoridad judicial  que 
conoce del proceso, previa ponderación de todos los 
elementos de juicio a su alcance,  puede determinar la 
viabil idad de la continuidad en el  pago de los salar ios u 
honorarios hasta tanto se produzca la l ibertad, o se compruebe 
la muerte,  o se declare la muerte presunta del secuestrado o 
desaparecido ,  s i  in f iere que entre el desempeño del t rabajador 
como servidor públ ico o part icular  y las causas del secuestro o la 
desapar ic ión existe un vínculo inescindible.   Consecuente con tal 
alcance son los enunciados normativos formulados por el 
legis lador,  la adecuación de las reglas de derecho en el los 
contenidas a los parámetros const i tucionales emprendida por la  
Corte y la teleología de esas disposiciones.»  (Negr i l la y subrayas 
de la Sala).  

 
67. A part ir de lo anterior, en la sentencia de constituc ionalidad que 

se cita, la Corte  Constitucional ret iró del ordenamiento jurídico los 

apartes de las disposiciones demandadas que configur aron un 

tratamiento diferenciado injust i f icado  y  estableció las siguientes 

pautas de interpretación normativa:  

 

a)   Procede el derecho a la continuidad en el pago de salarios 

u honorarios a quien actúe como curador de los servidores 

públicos o trabajadores part iculares secuestrados o 

desaparecidos hasta tanto se produzca su l ibertad.  

b)   La obligación de continuar el pago de salarios u honorarios 

está a cargo del Estado o del empleador part icular, sin 

perjuicio de que se pueda acudir a mecanismos de garantía 

del pago, tal como el seguro colect ivo de cumplimiento u otros 

mecanismos. 

c)   La regla general es que el derecho a la continuidad en el 

pago de salarios u honorarios procede hasta tanto se 

produzca la l ibertad del secuestrado o desaparecido.  Por lo 

tanto, no se trata de una obligación a perpetuidad e irredimible 

pues el la procede hasta tanto se cumpla una condició n 

resolutoria pues, sea cual fuere el t iempo de privación de la 
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l ibertad, la propia ley impone como límite la obtención de la 

l ibertad.   

 

68. Igualmente indicó que todo trabajador que a esa fecha se 

encuentre secuestrado o haya sido desaparecido forzadame nte 

t iene derecho a la continuidad en el pago de salario u honorarios 

hasta tanto se produzca su l ibertad, se compruebe su muerte, se 

declare su muerte presunta o concurra otra circunstancia que ponga 

f in a ese derecho y a la obligación correlat iva del emp leador.   

 
69. Ahora bien, como ya se sabe, a través de la Ley 599 de 2000 , 

actual Código Penal, nuevamente se incluyó la t ipif icación del deli to 

de desaparición forzada en su artículo 165 37,  norma sobre la cual 

se pronunció la Corte en sentencia C-317-02, donde declaró  

inexequible las expresiones «perteneciendo a un grupo armado al 

margen de la ley» contenidas en el inciso 1.° y declaró exequibles 

las expresiones «El part icular que» y «someta a otra persona a 

privación de su l ibertad cualquiera que sea la  forma, seguida de su 

ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar 

información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, 

incurri rá en pris ión de veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil 

(1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez 

(10) a veinte (20) años».  

 

70. Al efecto, la Corte explicó que no es necesario el 

requerimiento para dar información o de la negativa a reconocer 

la privación de la l ibertad,  sino que basta la falta de información 

sobre el paradero de la persona .  Además, declaró exequible el 

inciso 2.°  del artículo 165 de la Ley 599 de 2000.  

 

71. Debe tenerse en cuenta además que la Sala Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, ha reiterado38 que este deli to es:  

 

 
37 «Art ícu lo 165.  Desapar ición forzada .  E l  par t icu lar  que per tenec iendo a un 
grupo armado a l  margen de la ley  someta  a ot ra persona a pr ivac ión de su 
l iber tad cualqu iera que sea la forma,  seguida de su ocu l tamiento  y  de la  
negat iva  a  reconocer  d icha pr ivac ión  o  de dar  in formac ión sobre  su paradero,  
sustrayéndo la  de l  amparo  de la  ley ,  incurr i rá  en  pr is ión  de ve inte  (20)  a  t re inta  
(30)  años,  mul ta  de mi l  (1.000)  a t res  mi l  (3.000)  sala r ios  mín imos  legales  
mensuales v igentes  y  en  interd icc ión  de derechos  y  func iones  púb l icas de d iez  
(10)  a ve inte  (20)  años.   

 A la  misma pena quedará somet ido,  e l  serv idor  púb l ico,  o e l  par t icu lar  que 
actúe bajo  la  determinac ión o  la  aqu iescenc ia de aquél ,  y  rea l ice la  conducta  
descr i ta  en e l  inc iso  anter ior .  »  

38 Cor te Suprema de Just ic ia ,  Sa la de Casac ión Pena l .  Prov idenc ia N°.  
SPT3382-2014 de l  19 de marzo de 2014.  
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( i)  De ejecución permanente.  

( i i )  Pluriofensivo.  

( i i i )  Constituye una violación múlt iple de derechos 

fundamentales del ser humano tan grave que si se 

convierte en una práct ica sistemática o generalizada puede 

cali f icarse como un crimen de lesa humanidad.  

( iv) Se trata de la infracción del deber de brindar información 

sobre su aprehensión, su paradero o la ubicación de sus 

restos39.  

 

72. Principalmente de ésta últ ima característ ica se desprende que 

los famil iares de la víct ima no se  encuentran en la capacidad de 

acceder a información que les permita comprobar ante las 

autoridades la ocurrencia del deli to.  

 

73. Establecido el anterior panorama normativo es menester citar 

algunos antecedentes de esta Corporación plasmados en conceptos 

de la Sala de Consulta y Servic io Civi l ,  entre el los, el  radicado No. 

156 de 24 de septiembre de 198740,  donde atendiendo consulta del 

Departamento Administrat ivo de Seguridad DAS frente a la 

procedencia del pago de pago de salarios y prestaciones sociales, 

al personal de esa entidad en caso de desaparición, esa Sala est imó 

que al no exist ir norma aplicable  a tales situaciones debía acudirse, 

por analogía, a los artículos 188 a 190 del Decreto Ley 89 de 1984 

y 181 a 183 del Decreto Ley 2062 de 1984 al igual que a los 

artículos 135 a 137 del Decreto Ley 2063 de 1984 que regularon los 

casos de desaparición y cautiverio de of iciales, suboficiales y 

agentes de la Fuerza Pública.  A part ir de el los, determinó:  
 

«Efectuada la invest igación respect iva y si  de el la no resultare 
ningún hecho que pueda considerarse como del i to o fal ta 
discip l inar ia,  los benef ic iar ios del desaparecido,  t ienen derecho a 
cont inuar percib iendo de la pagaduría respect iva la total idad de 
los haberes hasta por el término de dos años, vencidos los cuales 
se declara def ini t ivamente desaparecido y se da de baja y se 
procede a reconocer a los bene f ic iar ios las prestaciones sociales 
respect ivas».  

 

74. Igualmente se han proferido otros conceptos relacionados con 

el deli to de secuestro y el pago de salarios y prestaciones a sus 

 
39 “Si  la  desapar ic ión  forzada de personas es un de l i to  de  e jecuc ión  
permanente  que t iene lugar  a par t i r  de cuándo se incumple e l  deber  de  
in formac ión sobre  e l  dest ino  de la  persona pr ivada de su l iber tad,  hasta cuando 
sea sat is fecha ta l  obl igac ión,  es  acer tado conc lu i r  que aún s i  la  v íc t ima fa l lece,  
e l  del i to  s igue consumándose has ta  cuando se  br inde información sobre su  
pr ivac ión de l iber tad ,  la  suer te que corr ió  o la  ub icac ión de su cadáver  
ident i f icado,  pues s igue incumpl iéndose e l  refer ido deber” .  Ídem.  

40 Con ponenc ia de l  consejero Dr .  Ja ime Betancur  Cuar tas.  
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víct imas o famil iares, tales como el radicado No. 594 de 29 de abri l  

de 199441,  donde se analizó el caso de un funcionario del Minister io 

de Justicia, -Dirección General de Prisiones-, que fue víct ima de 

secuestro y en virtud de el lo no pudo posesionarse al efectuarse 

una transformación de la planta de personal de la entidad.  
 

75. All í  se est imó que tenía «  […] derecho al reconocimiento y pago 

de los salarios y prestaciones causados durante el lapso de su 

retención, ocasionada por fuerza mayor, como si hubiera laborado 

durante todo ese t iempo», esto, igualmente, con base en los 

artículos 188 a 190 del Decreto - Ley 89 de 1984, 181 a 183 del 

Decreto Ley 2062 de 1984 y 135 a 137 del Decreto 2063 de 1984, 

referentes a desaparición y cautiver io de los of ic iales y suboficiales 

de las Fuerzas Mil i tares y de la Policía Nacional.  
 

76. Luego, en concepto radicado 1428 de 15 de agosto de 200242,  

al resolver una consulta formulada por el Departamento 

Administrat ivo de la Función Pública, estableció que « Los 

empleados públicos víct imas de desaparición forzada t ienen 

derecho al reconocimiento  y pago de salarios y prestaciones hasta 

por el término de dos (2) años de conformidad con el parágrafo 1° 

del artículo 10 de la ley 589 de 2000.» 
 

77. Ahora bien, con posterioridad se prof ir ió la Ley 986 de 26 de 

agosto de 200543 norma con la cual se introdujeron varios 

instrumentos de protección para proteger a la víct ima del 

secuestro ,  a su famil ia y a las personas que dependían 

económicamente del secuestrado, sin embargo, la Corte 

Constitucional en sentencia C – 394 de 200744 declaró 

exequible,  por los cargos estudiados, el artículo 2.°, en el entendido 

según el cual,  también son destinatarios de los instrumentos de 

protección consagrados en dicha ley, las víct imas de los deli tos de 

toma de rehenes y desaparición forzada ,  sus famil ias y las 

personas que dependan económicamente de el las.  
 

78. La citada norma estableció, en primer lugar, las condiciones de 

acceso al sistema de protección para lo cual dispuso:  

 

«Artículo 3º.  Acceso al s istema.  Para acceder a los instrumentos 
de protección previs tos en la presente ley,  se requer irá:   

 
41 Con ponenc ia de l  consejero Jaime  Betancur  Cuar tas .  

42 Con ponenc ia  del  consejero Dr .  F lav io  Augusto Rodr íguez  Arce.  Levantada 
la  reserva lega l  con auto  de 16 de agosto de 2006.  

43 «Por  medio de la cua l  se adoptan medidas de protecc ión a las  v íc t imas de l  
secuestro y  sus fami l ias ,  y  se d ic tan  ot ras d ispos ic iones»,  

44 Con ponenc ia de l  Magis t rado Humber to  Anton io Sier ra  Por to.  
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1. La cert i f icación expedida por la autor idad judic ial  competente 
prevista en el ar t ículo 5º de la presente ley.   
   
2.  Acreditar  la condición de curador provisional o def ini t ivo de lo s 
bienes del secuestrado, en los términos de los art ículos 5º y 26 de 
la presente ley.   
   
3.  Inscr ipción en el registro de los benef ic iar ios que para e l efecto 
l levará la Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Lucha contra 
el Secuestro y demás atentados contra la Libertad Personal,  
Conase, o quien haga sus veces, quien expedirá las respect ivas 
constancias.   
   
4.  Acreditar  ante la Secretaría Técnica del Conase, cuando resulte 
pert inente,  la renovación de la pr imera cert i f icación expedida por  
la autor idad judic ial  competente.   
   
Parágrafo 1º.  En el evento que la víct ima del secuestro recobre 
su l ibertad,  podrá sol ic i tar  en nombre propio los instrumentos de 
protección consagrados en la presente ley a los que haya lugar,  
previo el cumplimiento de lo dispuesto en los numerales 1 y 3 de 
este art ículo.   
   
[…]».   

 

79. La norma en mención en su artículo 4.° 45 indicó que, para act ivar 

dicho sistema, el interesado debe obtener una cert i f icación 

expedida por la autoridad judicial competente que investig a o que 

t iene el conocimiento del caso, en la que conste que se encuentra 

en curso una investigación o un proceso judicial por el del i to de 

secuestro, la cual se expide a solicitud de cualquiera de los 

legit imados para adquirir la condición de curador prov isional o 

definit ivo de bienes.  

 
45 «Art ículo 4º .Operat iv idad del  s is tema.  Para e fectos de act ivar  e l  s is tema a l  
que hace referenc ia  la  presente ley ,  e l  in teresado deberá  obtener  la  
cer t i f icac ión  jud ic ia l  a  que hace re ferenc ia  e l  ar t ícu lo 5º  s igu ien te.   

Una vez obten ida esta  cer t i f icac ión se deberá in ic iar  e l  proceso de dec larac ión  
de ausenc ia,  con e l  f in  de  obtener  e l  nombramiento de un curador  prov is iona l  
o def in i t ivo  de los  b ienes de l  secues trado.   

Adqu ir ida la  condic ión de curador  prov is iona l  o  def in i t ivo  de los  b ienes  de la 
v íc t ima de secuestro,  d icho curador  sol ic i tará  a  la  Secretar ía  Técn i ca  de l  
Conase,  o qu ien haga sus veces ,  su inscr ipc ión en e l  regis t ro ún ico de 
benef ic iar ios  de l  s is tema de protecc ión a que hace re ferenc ia la  presente ley .  
Al  momento de la insc r ipc ión,  e l  curador  deberá informar  los  ins t rumentos de 
esta  ley  a los  cuales está in teresado en acceder  para su inc lus ión en e l  regis t ro 
ún ico de benef ic iar ios .   

En caso de que la  v íc t ima recobre su l iber tad,  podrá  so l ic i tar  d i rec tamente  su  
inscr ipc ión en e l  reg is t ro  para  acceder  a  los  ins t rumentos de protecc ión  
ap l icab les  poster io res  a l  secuestro.   

Rea l izado e l  reg is t ro,  la  Secretar ía Técnica del  Conase o qu ien haga sus veces 
exped irá las  constanc ias que sean necesar ias  con e l  propós i to de que e l  
curador  prov is iona l  o def in i t ivo o la  v íc t ima misma de l  secues tro puedan in ic iar  
los  t rámi tes necesar ios  ante las  ent idades competentes para que le sean 
otorgado los  benef ic ios  respec t ivos.»  
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80. También estableció entre otras garantías, la creación de un 

registro único de beneficiarios (art .  6.° 46),  se consagró que el 

secuestro (desaparición) constituía fuerza mayor o caso fortuito, 

como causal eximente de responsabil idad civi l  ( art .  10 47),  así como 

la interrupción de plazos y términos de vencimiento de obligaciones 

dinerarias (art.  11 48)    

 
46 «Art ícu lo 6º.Regis t ro único de benef ic iar ios .  Corresponde a la Secretar ía 
Técn ica de l  Conase,  o qu ien haga sus veces,  l levar  e l  reg is t ro ún ico de 
benef ic iar ios  de los  ins t rumentos de pro tecc ión  prev is tos en la presente ley .  
Para e l  ingreso y  permanenc ia en e l  regis t ro,  e l  in teresado deberá dar  
cumpl imiento a los  requ is i tos  ex ig idos  en los  ar t ícu los 3º y  5º  de la presente 
ley .   

El  reg is t ro  único de benef ic iar ios  hará  par te de l  Centro Nac iona l  de  Datos 
sobre  Secuestro ,  Extors ión y  demás Atentados contra  la  L iber tad Persona l ,  
c reado por  la  Ley 282 de 1996».  

47 «  Art ículo 10.Secues tro como fuerza mayor  o caso for tu i to .  Todo secuestro  
se tendrá  como causal  const i tu t iva de fuerza mayor  o  caso for tu i to  para  e l  
secuestrado.  Se presumirá  s in  neces idad de dec larator ia judic ia l  que la 
pr ivac ión de l iber tad  en ta l  c i rcunstanc ia rev is te las  caracter ís t icas de 
imprev is ib i l idad y  de  i r res is t ib i l idad.  Tal  presunc ión s in dec larator ia jud ic ia l  
procederá  exc lus ivamente  para  los  e fectos patr imonia les  y  soc ia les  def in idos  
en esta ley  en benef ic io  de la v íc t ima de secuestro .   

Parágrafo.  Para los  efectos aquí  prev is tos se  ent iende que e l  deudor  
secuestrado no se  hace responsable de l  caso for tu i to.  Cua lqu ier  es t ipu lac ión 
en contrar io se tendrá  por  no escr i ta . » .  

48 «Art ículo 11. In ter rupc ión de p lazos y  términos de venc imiento de  
ob l igac iones d inerar ias .  Se inter rumpirán para e l  deudor  secuestrado,  de  p leno 
derecho y  re t roact ivamente  a  la  fecha en que ocurr ió  e l  del i to  de secuestro ,  
los  términos  de venc imiento  de todas sus obl igac iones  d inerar ias ,  tanto  c iv i les  
como comerc ia les ,  que no estén en mora  a l  momento  de la  ocurrenc ia  de l  
secuestro.  Las respec t ivas in ter rupc iones t endrán e fecto durante e l  t iempo de 
caut iver io  y  se  mantendrán durante  un per íodo ad ic ional  igua l  a este ,  que no 
podrá  ser  en n ingún caso super ior  a  un año contado a par t i r  de la  fecha en 
que e l  deudor  recupere su l iber tad.  También cesarán los  e fectos de la s  
in ter rupc iones desde la fecha en que se  estab lezca la ocurrenc ia de la muer te 
rea l  o  se dec lare la  muer te presunta de l  deudor  secuestrado.   

En consecuenc ia,  los  respect ivos  acreedores  no podrán in ic iar  e l  cobro 
pre judic ia l  o jud ic ia l  de d ichas ob l igac ion es,  n i  contra e l  deudor  pr inc ipa l  
secuestrado,  n i  contra  sus garantes n i  contra sus codeudores no benef ic iar ios  
de l  c réd i to  que tengan la cal idad de garantes.   

Igua l  t ra tamiento  tendrán las  obl igac iones que se deban pagar  mediante  
cuotas per iód icas .  Si  e l  deudor  secues trado se ha l la  en mora de pagar  a lguna 
o a lgunas de estas,  la  in ter rupc ión de los  p lazos de venc imiento a que se 
ref iere e l  presente ar t ícu lo só lo  se dará  respecto de las  cuotas que aún no se  
encuentren venc idas .   

Parágrafo 1º.  Durante  e l  per íodo de inter rupc ión def in ido en es te ar t ícu lo,  los  
acreedores no podrán ap l icar  c láusu las ace lerator ias  por  la  mora  en e l  pago 
de las  cuotas  venc idas.  

Parágrafo 2º.  Una vez e l  deudor  recupere su l iber tad ,  es te  y  sus acreedores  
deberán reestructurar ,  renegoc iar  o s i  fuese necesar io novar  la  obl igac ión ,  en 
cond ic iones  de v iab i l idad f inanc iera  para  d icho deudor ,  que permi tan su  
recuperac ión económica.   

Parágrafo 3º.  Las obl igac iones que se encontraren en mora a l  momento  de la  
ocurrenc ia del  secuestro,  podr án gozar  del  benef ic io prev is to en e l  presente  
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81. En su artículo 13 49,  la Ley 986 de 2005 estableció la 

interrupción de términos y plazos de toda clase , al indicar que 

«Durante el t iempo del cautiverio estarán interrumpidos los 

términos y plazos de toda clase, a favor o en contra del 

secuestrado, dentro de los cuales debía hacer algo para ejercer un 

derecho, para no perderlo, o para adquiri r lo o recuperarlo. […]».  

   

82. Específ icamente el artículo 15  indicó que «el empleador deberá 

continuar pagando el salario y prestaciones sociales a que tenga 

derecho el secuestrado al momento de ocurrencia del secuestro, 

ajustados de acuerdo con los aumentos legalmente exigibles », pago 

que se efectuará desde el día en que el trabajador, sea este 

part icular o servidor público, haya sido privado de la l ibertad y en 

el caso de servidor público hasta cuando se produzca su l ibertad, o 

alguna de las siguientes circunstancias: que se co mpruebe su 

muerte o se declare la muerte presunta o el cumplimiento del 

período constitucional o legal,  del cargo.   Esto en los siguientes 

términos: 

 
«Art ícu lo 15.Pago de sa lar ios ,  honorar ios  y  prestac iones soc ia les  de l  
secuestrado .  El  empleador  deberá  con t inuar  pagando el  sa lar io  y  
prestac iones soc ia les  a  que tenga derecho e l  secuestrado a l  momento  
de ocurrenc ia del  secuestro ,  a jus tados de acuerdo con los  aumentos  
lega lmente  ex ig ib les .  También deberá cont inuar  este pago en e l  caso 
de serv idores públ icos qu e no devenguen sa lar ios  s ino honorar ios .  
Dicho pago deberá rea l izarse a l  curador  prov is ional  o def in i t ivo de 
b ienes a  que hace re ferenc ia e l  ar t ícu lo  26 de la  presente  ley .  Este 
pago se efectuará desde el  día en  que el  t rabajador,  sea este  
part icular  o servidor públ ico,  haya sido privado de la l ibertad y  
hasta cuando se produzca una de las s iguientes condiciones:   
   
1 .  En e l  caso de t rabajador  con contrato labora l  a  término indef in ido ,  
hasta cuando se produzca su l iber tad,  o se  compruebe la  muer te ,  o se 
dec lare la  muer te presunta.   
   

 
ar t ícu lo,  s iempre y  cuando se pongan al  día a la  fecha en que e l  deudor  fue  
pr ivado de su l iber tad .   

Parágrafo 4º .  No podrán ser  inc lu idos en las  bases  de datos de las  centra les  
de información f inanc iera  los  d eudores secuestrados  benef ic iar ios  de esta  ley .  
As imismo,  deberán ser  exc lu idos  de d ichas bases  de datos qu ienes  se  
encuentren en las  c i rcunstanc ias descr i tas  en e l  parágra fo anter ior .» .  

49 «Durante e l  t iempo de l  caut iver io estarán inter rumpidos los  término s y  p lazos  
de toda c lase,  a  favor  o en  contra de l  secuestrado,  dentro  de los  cua les  debía  
hacer  a lgo para e jercer  un derecho,  para  no perder lo,  o para  adqu ir i r lo  o  
recuperar lo .   

Lo  anter ior  no obsta para  que,  excepc ionalmente cuando c i rcunstanc ias 
extraord inar ias  lo  ex i jan,  y  con e l  propós i to de proteger  derechos en r iesgo 
inminente de la persona secuestrada,  además del  curador  de b ienes,  e l  agente  
of ic ioso o  cua lqu ier  o t ra f igura procesa l  ins t i tu ida para estos  e fectos puedan  
ejercer  todas  las  acc iones que sean necesar ias  para  garant izar  d icha 
protecc ión».  
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2.  En e l  caso de t raba jador  con contrato labora l  a  término f i jo ,  hasta e l  
venc imiento del  contrato ,  o has ta cuando se produzca su l iber tad o se 
compruebe la muer te  o se dec lare la  muer te  presunta s i  a lguno de e stos  
hechos se  produce con anter ior idad a la  fecha de terminac ión de l  
contrato .   
   
3.  En el  caso de servidor  públ ico  hasta  cuando se produzca su 
l ibertad,  o  alguna de las siguientes ci rcunstancias:  Que se 
compruebe su muerte o se declare la muerte presunta o el  
cumpl imiento del  per íodo const i tucional  o legal ,  de l  cargo.   
   
4 .  E l  cumpl imiento  de la  edad y  los  requis i tos  para obtener  la  pens ión,  
caso en e l  cual  cor responde al  curador  in ic iar  los  t rámites para  sol ic i tar  
su pago.   
   
No podrá reconocerse un pago de sa lar io u honorar ios  super ior  a 
veint ic inco (25)  sa lar ios  mín imos  legales mensua les  v igentes ,  excepto  
en aquel los  casos de secuestro ocurr idos  con anter ior idad a la  
exped ic ión de esta ley  en los  que se mantendrán las  condic iones  
laborales prev iamente  estab lec idas.   
   
El  empleador  deberá cont inuar  pagando las  prestac iones soc ia les  de l  
secuestrado,  atendiendo a las  reg las de pago seña ladas en los  
numerales 1 a l  4 ,  as í  como también los  apor tes a l  s is tema de segur idad 
soc ia l  in tegra l .   
   
[…]  

 
Parágrafo 3º .  En el  evento contemplado en e l  numeral  2  de este  
art ículo y en el  caso del  cumplimiento del  per íodo const i tucional  o  
legal  del  cargo en el  caso de servidores públ icos,  el  f iscal  o  el  juez  
competente  podrán determinar  la  cont inuidad en el  pago de los 
salar ios u  honorarios más al lá  del  vencimiento  del  contrato  o del  
per íodo correspondiente,  y hasta tanto se produzca la l ibertad,  o se 
compruebe la muerte,  o se declare  la muerte presunta del  
secuestrado,  si  al  ponderar  los e lementos de juicio a su a lcance,  
inf iere  que entre  e l  desempeño del  t rabajador como servidor públ ico  
o part icular y las  causas del  secuestro existe un vínculo  
inescindible.   
   
Parágrafo 4º .  Los  miembros  de la  Fuerza Púb l ica  secues trados 
mantendrán su  sue ldo bás ico  as ignado y  un promedio  de los  haberes  
devengados durante los  ú l t imos t res  (3)  meses.  E l  t iempo que duren 
pr ivados de su l iber tad será contabi l izado como t iempo de serv ic ios .  Los 
miembros  de la  Fuerza Públ ica  secuestrados serán ascendidos  cuando 
cumplan e l  t iempo reg lamentar io.  A l  cónyuge y  los  h i j os  de los  miembros 
de la Fuerza Púb l ica  secuestrados  se  les  reconocerán los  derechos 

adqu ir idos en mater ia de sa lud,  educac ión y  serv ic ios  soc ia les .»( 
Negri l la de la Sala).   

   

83. Es importante destacar que el artículo 27 se ref i r ió al ámbito 

temporal de aplicación de las medidas al l í  indicadas cuando 

determinó que «Los instrumentos de protección consagrados en la 

presente ley serán aplicables a los secuestrados que al momento 

de entrada en vigencia de la misma se encuentren aún en 

cautiverio, así como a quienes sean secuestrados a partir de 

esa fecha. También podrán acceder a los instrumentos de 

protección aplicables con posterioridad al secuestro aquellas 
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personas que han recobrado la l ibertad y se encuentren dentro de 

los términos establecidos por la presente ley para cada uno de 

dichos instrumentos».   

   

84. Igualmente, a través de la Ley 1436 de 201150 se otorgaron 

beneficios a las famil ias de las personas, que con posterior idad al 

ejercic io de su cargo, hayan sido víct imas de los deli tos de 

secuestro, toma de rehenes y desaparición forzada, extendiendo los 

beneficios de la Ley 986 de 2005 a sus famil ia res y personas que 

dependan económicamente de éstas. Los beneficios se otorgan 

hasta cuando se produzca la l ibertad, se compruebe la muerte, o se 

declare la muerte por desaparecimiento de la víct ima 51.  

 

85. De acuerdo con el anterior panorama normativo y 

jurisprudencial se advierten las siguientes premisas para el pago 

de salarios y prestaciones a los beneficiarios de las víct imas de 

desaparición forzada y a las que atenderá esta Sala a efectos de 

resolver la controversia:  

 

•  Según el artículo 27 de la Ley 986 de 2005 los instrumentos 

de protección al l í  consagrados son aplicables a secuestrados 

(desaparecidos) que al momento de entrada en vigor  de la 

misma se encuentren aún en cautiverio, así como a quienes 

sean secuestrados a part ir de esa fecha.  

•  Para act ivar el s istema de instrumentos de protección de la 

Ley 986 de 2005 el interesado debe obtener una cert i f icación 

expedida por la autoridad judicial competente que investiga o 

que t iene el conocimiento del caso, en la que conste  que se 

encuentra en curso una investigación o un proceso judicial por 

el del i to de desaparición forzada, la cual se expide a solicitud 

de cualquiera de los legit imados para adquirir la condición de 

curador provisional o definit ivo de bienes.  

•  Una vez obtenida esta cert i f icación se deberá iniciar el  

proceso de declaración de ausencia, con el f in de obtener el 

nombramiento de un curador provisional o definit ivo de los 

bienes de la víct ima.  

 
50 «  Por  medio de la cual  se otorgan benef ic ios  a las  fami l ias  de las  personas 
secuestradas con pos ter ior idad a l  e jerc ic io ».  

51 «Art ículo 1°.  Cualqu ier  serv idor  púb l ico,  que sea v íc t ima de los  de l i tos  de 
secuestro,  toma de rehenes y  desapar ic ión forzada,  poster iormente  a la  
terminac ión de l  per iodo para  e l  cua l  f i j e  des ignado,  gozará  de los  mismos 
benef ic ios  consagrados en la Ley 986 de 2005 como s i  es tuv iese  
desempeñando e l  cargo.  

Igua lmente son dest inatar ios  de los  benef ic ios  que consagra la  Ley  986 de  
2005,  los  fami l iares y  las  personas que dependan económicamente de los  
dest inatar ios  que hab la e l  inc iso  anter ior . »  
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•  Adquirida la condición de curador provisional o definit ivo de 

los bienes de la víct ima de desaparición forzada, dicho 

curador sol icitará a la Secretaría Técnica del Conase, o quien 

haga sus veces, su inscripción en el registro único de 

beneficiarios del sistema.  

•  Realizado el registro, la Secretaría Técnica del Conase o 

quien haga sus veces expedirá las constancias que sean 

necesarias con el propósito de que el curador provisional o 

definit ivo pueda iniciar los t rámites necesarios ante las 

entidades competentes para que le sean otorgado s los 

beneficios respectivos.  

•  Durante e l t iempo del cautiverio (desaparecimiento) estarán 

interrumpidos los términos y plazos de toda clase, a favor o 

en contra del secuestrado (desaparecido), dentro de los 

cuales debía hacer algo para ejercer un derecho, para no 

perderlo, o para adquirir lo o recuperar lo.   

•  El empleador deberá continuar pagando el salario y 

prestaciones sociales a que tenga derecho el trabajador 

desaparecido, sea este part icular o servidor públ ico, al 

momento de ocurrencia de los hechos, ajustados de acuerdo 

con los aumentos lega lmente exigibles, desde el día del 

insuceso. 

•  La obligación de pago de la remuneración a que t ienen 

derecho tanto el trabajador secuestrado como el desaparecido 

se ext iende hasta tanto se produzca la l ibertad, o se 

compruebe la muerte, o se declare la muert e presunta del 

secuestrado, correspondiendo a la autoridad judicial  autorizar 

a quien actúe como curador para que continúe percibiendo 

dicha remuneración.  

•  Así mismo, en caso de presentarse el cumplimiento del 

período constitucional ,  legal o del término en los contratos a 

término f i jo, será competencia de la autoridad judicial  que 

conoce de los deli tos, bien sea secuestro o desaparición 

forzada, para que previo análisis de dichas circunstancias 

autorice la v iabil idad en la continuación del pago  de los 

respectivos salar ios u honorarios.   

•  Finalmente debe tenerse en cuenta que el artículo 5 de la Ley 

986 de 2005 dispone que «La cert i f icación judicial tendrá una 

vigencia de tres (3) meses. El interesado deberá solicitar su 

renovación periódica a efectos de mantener el derecho a 

acceder a los instrumentos de protección previstos en la 

presente ley.». 
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3.4. Caso concreto.  
 

86. La Sala tendrá en cuenta el acervo probatorio al legado al 

proceso, cuya presunción de autenticidad no fue desvirtuada por 

las partes, el cual le permite tener por acreditados los siguientes 

hechos relevantes.  
 

3.4.1. Vinculación laboral del señor Ersaín López Velasco con 

el Departamento del Caquetá  
 

•  A fol io 29 obra copia del Decreto 452 de 31 de agosto de 

1988  suscrito por el gobernador del departamento del Caquetá 

a través del cual se nombró al señor López Velasco como 

secretario de la Inspección Departamental de Policía «La 

Unión Peneya».  A través de of icio de 31 de agosto de 1988 52 

dir igido al señor López Velasco, se le comunicó su 

nombramiento. 

 

•  Posteriormente mediante oficio de 30 de noviembre de 

198853 el demandante fue trasladado al mismo cargo en la 

Inspección de Policía de «Río Negro»; por of icio el 14 de 

febrero 198954 se le encargó como inspector de policía de 

«Río Negro» mientras disfruta de vacaciones el t i tular del 

cargo. 

 

•  A fol io 22 se encuentra copia del Decreto 172 de 27 de abril  

de 1989  suscrito por el gobernador del departamento del 

Caquetá a través del cual se trasladó al señor López Velasco 

a la Inspección de Policía Departamental de «El Recreo».  

   

•  Se al legó certificado de información laboral55 suscrito por 

el jefe de Recursos Humanos de la Gobernación del 

departamento del Caquetá, señor Diego Alexander García, en 

el cual se indicó que el señor Ersaín López Velasco laboró 

como secretario de Inspección de Policía desde el 15 de 

septiembre de 1988 hasta el 30 de octubre de 1990 .   

 

•  A fol io 22 fue aportada cert i f icación de 28 de febrero de 2011,  

suscrita por el registrador municipal del estado civi l  de San 

Vicente del Caguán, en el que indica que «Revisada la base 

de datos del PMT II  de cédulas de ciudadanía, se constató 

 
52 F .  28  

53 F .  30  

54 F .  32.  

55 A fo l ios  18 a 21.  
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que el cupo numérico 4.968.748 de San Vicente del Caguán, 

corresponde al señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO, con fecha 

de expedición 10 de octubre de 1978 y con estado actual 

VIGENTE». 

 

•  Según la copia de la hoja de vida56 del señor López Velasco, 

aportada en formato de la división de personal del 

departamento de Caquetá, aparece registrada como su 

esposa o compañera la señora Fanny Mopán Tique y se 

relacionó que era padre de 2 menores. All í  se indicó que el 

señor López Velasco laboraba  como secretario de la 

inspección de policía «La Unión Peneya».  

 

•  Finalmente se aportó copia del oficio SG 1443 de 31 de 

octubre de 199057,  suscrito por el secretario de gobierno 

departamental del Caquetá y dir igido al señor Ersaín López 

«Velázquez», secretario de inspección de policía 

departamental de «El Recreo» en el que le indica:  

 

«Me permito comunicarle que a part ir del primero (1.°)  

de noviembre de 1990, su cargo será suspendido fecha 

en la cual el Municipio de San Vicente del Caguá n asume 

la Inspección de Policía, de conformidad con la 

Ordenanza No. 01 del 18 de octubre de 1989 y en 

consecuencia queda desvinculado de la Administración 

Departamental.  

La división de personal se encargará de hacer la 

l iquidación correspondiente». 

 

•  Se aportó también certificación58 del jefe de Recursos 

Humanos y Bienestar Social de la Gobernación del 

Caquetá  en el cual se indica que el señor López Velasco se 

desempeñó, como secretario de la Inspección de Policía «El 

Recreo» en el período comprendido entre el 15 de septiembre 

de 1988 hasta el 30 de octubre de 1990 y que para 1990 

devengó salario básico, prima de navidad, prima semestral y 

prima vacacional.  

 

3.4.2. Actuaciones administrativas adelantadas por la 

demandante, concomitantes a la desaparición del señor Ersaín 

López Velasco y la respuesta de la Gobernación del Caquetá.  

 
56 A fo l io  24  .  

57 F l  36  Cdno.  Pr inc ipal .  

58 A fo l io  54 .  
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•  Se al legó al plenario escrito del 9 de mayo de 1991 59,  suscrito 

por la señora Fanny Mopán Tique, dir igido al gobernador del 

departamento del Caquetá, en el que le señaló que, obrando 

en su condición de cónyuge del señor Ersaín López Velasco 

se dir igía a él con el f in de que se le informaran las gestiones 

que había realizado ese despacho a efectos de establecer 

el paradero o la suerte que corrió el señor López Velasco, 

secretario de la Inspección de Policía de «El Recreo» en 

Los Llanos del Yarí,  quien se encontraba desaparecido 

desde el 6 de octubre de 1990.  

 

En el citado memorial la petente señaló que el señor López 

Velasco arribó a Florencia el 3 de octubre de 1990 a recibir e l  

sueldo del mes de septiembre y realizar sus di l igencias 

part iculares; que por la tarde de ese 6 de octubre se despidió 

diciéndole que viajaría a Bogotá a cobrar sus cesantías por su 

labor en el Ejército Nacional y que hasta la fecha no había 

regresado. Explicó que la material ización del 

desaparecimiento se vino a dar el 30 de octubre de 1990 

cuando el inspector de policía se acercó a Fl orencia para 

buscar al secretario, con resultados infructuosos razón por la 

cual avisó a la Secretaría de Gobierno Departamental.  

 

Igualmente indicó que el la fue l lamada por el DAS, ente donde 

se le preguntó sobre si tenía noticias de su paradero.  

 

Precisó la sol ic itante que el departamento, como empleador, 

tenía la obligación de velar y tomar las medidas necesarias 

para establecer el paradero de su funcionario. Igualmente, 

indicó que tenía dos hi jos menores de edad, nacidos en 1985 

y 1988 quienes dependían económicamente de su padre, el 

señor López Velasco.  

 

•  A través de Oficio de 21 de mayo de 1991 60,  el gobernador 

del departamento del Caquetá le sol icitó al secretario de 

gobierno departamental que, para dar respuesta a of icio de la 

Procuraduría General de la Nación de 14 de mayo de 1991, 

informara el trámite dado a la sol icitud de la señora Mopán 

Tique, de 9 de mayo de 1991, relacionada con las gestiones 

para dar con el paradero de su esposo.  

 

 
59 F f .  37  y  38.   

60 F .  39.  
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•  Mediante Oficio de 22 de mayo de 1991 61,  el secretar io de 

Gobierno le indicó al gobernador del Departamento del 

Caquetá que «la Personería Municipal de Florencia está 

adelantando investigación con la radicación No. 018 V.A. 

donde se ban (sic) adelantado a solicitud de la Señora 

MARGARITA VELAZCO ZAMORA».  

 

•  Por oficio de 27 de mayo de 1991 62 escrito por la personera 

delegada en lo penal de Florencia, se le sol icitó al secretario 

de Gobierno departamental que informará el nombre de quien 

fungía como inspector de policía de «El Recreo» para el 3 de 

octubre de 1990, y que indicará las gestiones realizadas 

respecto de la desaparición del secretario de esa Inspección 

de Policía.  

 

•  En respuesta a la anterior sol icitud,  la jefe de división de 

personal del departamento del Caquetá le informó a la 

Personera, a través de of icio de 29 de mayo de 1991  que el 

inspector de policía se l lamaba Fernando Loaiza Gómez y que 

no tenían ningún conocimiento acerca de la desaparición 

del secretario.  

 

3.4.3. Actuaciones administrativas adelantadas por la 

demandante para obtener el pago de los salarios y prestaciones 

del señor Ersaín López Velasco.  

  

•  Con escrito de 9 septiembre 201363 la señora Mopán Tique 

solicitó a l gobernador del departamento del Caquetá el pago 

de las prestaciones sociales y emolumentos laborales 

causados por el desempeño del señor López Velasco como 

secretario de la Inspección de Policía de «El Recreo».  

  

En respuesta, la Gobernación le remit ió Oficio de  7 de 

octubre de esa misma anualidad 64 en el que le indicó que 

solicitaba un plazo para darle una debida contestación a su 

solicitud. Igualmente, mediante Oficio del 28 de octubre de 

201365 el jefe de la Oficina de Recursos humanos y Bienestar 

Social del Caquetá le indicó que su solicitud debería 

soportarse con la sucesión adelantada ante un juzgado o la 

 
61 F .  40.  

62 F .  41.  

63 F .  44.  

64 F .  45  

65 F .  46.  
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notaría; además que ya había ocurrido la prescripción de tales 

derechos de conformidad con el Decreto 3135  de 1968 y 

normas concordantes.  

 

•  Nuevamente, mediante escrito de 18 de noviembre 2013 66 la 

demandante solicitó a la Gobernación del Caquetá se le 

informara las normas a través de las cuales se aplicó la 

prescripción frente a su pretensión de l iquidación de  las 

prestaciones sociales causadas por Ersaín López Velasco.  

  

El jefe de la Oficina de Recursos Humanos del departamento 

del Caquetá dio respuesta a esta solicitud a través de Oficio 

el 26 de noviembre de 2013 67 en el que manifestó que había 

ocurrido la prescr ipción en la aplicación del Decreto 3135 de 

1968, artículo 41 y, además que el funcionario fue 

desvinculado de la administración departamental desde el 1.° 

de noviembre de 1990. Finalmente le indicó que la reclamación 

debió realizarla a part ir de la fecha del desaparecimiento.  

 

•  A través de escrito de 28 de abril  de 2014 68 la demandante 

solicitó al gobernador del departamento del Caquetá la 

cancelación de los emolumentos salariales por concepto del 

trabajo desempeñado por Ersaín López Velasco para lo cual 

di jo que anexaba copia declaración extra proceso, copia de la 

denuncia penal y copia de solicitud ante la Fiscalía General de 

la Nación sobre cert i f icación del Estado el proceso penal 

adelantado por el desaparecimiento.  

 

•  El 9 de julio de 201469 el jefe de la Oficina de Recursos 

Humanos de la Gobernación del Departamento del  Caquetá le 

reiteró a la demandante que tenía que iniciar un trámite de 

sucesión ante un juzgado o notaría y que el la debía verif icar 

con el área de pago si estos conceptos no fueron cancelados 

en su momento; adicionalmente le manifestó que había 

ocurrido el fenómeno de la prescripción.  

  

•  No se al legó copia de la sol icitud radicada por la demandante 

ante la entidad demandada, que dio origen al acto demandado, 

sin embargo en el of icio que a continuación se relaciona, 

señala que la señora Mopán Tique solicitó : «el reconocimiento 

 
66 F .  47.  

67 F f .  48  –  49.  

68 F .  50.  

69 Of ic io  que obra a fo l io  55.  
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y pago de los salarios y prestaciones sociales causadas y no 

pagadas por el t iempo servido por el señor Ersaín López 

Velasco, entre el 1° de enero de 1990 hasta el momento en 

que éste aparezca o se declare su muerte presunta por un jue z 

competente» ( f .  2).   

 

•  Mediante Oficio 007399 de 8 de septiembre de 2016 70,  el 

asesor jurídico del Despacho del gobernador del departamento 

del Caquetá dio respuesta negativa a la sol icitud de la 

demandante por las siguientes razones:  

 

i .El señor Ersaín López Velasco laboró como secretario de 

la Inspección de Policía «El Recreo» en el período 

comprendido entre el 15 de septiembre de 1988 hasta el 30 

de octubre de 1990, según cert i f icado laboral aportado por 

la demandante, el cual es contradictorio ya que el la af irma 

que su esposo desapareció el 6 de octubre del 1990 

además a part ir del 1.° en 1990.  

i i .Se modif icó el carácter de las Inspecciones de Policía que 

pasaron a ser municipales de conformidad con la  

Ordenanza 01 de 18 de octubre de 1989 , entre el las, la 

Inspección de Policía «El Recreo» que pasó al municipio de 

San Vicente del Caguán, con lo cual,  se cumplió el periodo 

legal del cargo desempeñado por el señor López Velasco.  

i i i .La desaparición forzada no se encuentra probada, sino que 

se aportó un cert i f icado expedido por la Fiscalía 37 

Especial izada de Vil lavicencio, donde indicó que estaba 

adelantando la indagación por la presunta comisión del 

deli to, de conformidad con una denuncia presentada en el  

2010. 

iv.Solo se encuentra probada la mera ausencia de una 

persona y no había certeza sobre el deli to de desaparición.  

 

•  Pruebas testimoniales:  

 

87. Igualmente, en audiencia de pruebas de 19 de jul io de 2018 

se recaudaron los test imonios de las siguientes señoras:  

 

•  María Nubia Guependo 71,  quien manifestó conocer a Fanny 

Mopán Tique desde niña cuando l legó a vivir al  frente de su 

casa. Que se hizo novia de Ersaín, tuvieron un corto noviazgo 

y se fueron a vivir en unión l ibre, de la cual procrearon a dos 

 
70 F f .  2  y  s .s .  

71 CD de aud ienc ia de pruebas f .  174,  minuto  8.40 y  s igu iente .   
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niños, que quedaron muy pequeños cuando su padre 

desapareció y del cual nunca se tuvo noticias. Dio cuenta de 

la vinculación anterior del desaparecido con el Ejército , de los 

traslados y su desempeño como secretario en la Inspección 

de Policía en los Llanos del Yarí.  Señaló que la convivencia 

fue de alrededor de 5 a 7 años en el Barrio Pueblo Nuevo, 

donde eran vecinos. Dijo que la convivencia terminó por la 

desaparición de Ersaín López y que a part ir de al l í  a Fanny 

Mopán le tocó asumir toda la carga económica de la famil ia y 

debió trabajar de aseadora y valerse de su famil ia y vecinos 

para el cuidado de los niños mientras el la trabajaba.  

 

•  María Neyla Cruz72,  quien manifestó conocer a Fanny Mopán 

Tique desde los siete años de edad, ya que era su vecina; que 

advirt ió  como se formó la pareja de la demandante y el señor 

Ersaín López Velasco, quienes convivieron en el Barrio 

Pueblo Nuevo durante más o menos 7 años y tuvieron dos 

niños. Relató que él desapareció y que el la debió asumir la 

crianza de sus hi jos, que era una señora muy pobre, que vivía 

en «un ranchito» con piso de t ierra y le tocó trabajar en lo que 

podía. Que le consta que la accionante fue a la Gobernación 

«a ver qué razón le daban». 

 

•  Eugenia Bañol Olarte 73 quien indicó que conoció a Fanny 

Mopán porque el la fue su vecina en el Barr io Pueblo Nuevo. 

Identif icó a Ersaín López Velasco como el esposo de Fanny, 

quien como trabajaba en un sector lejano, viajaba cada mes 

a ver a su famil ia y que luego de un viaje a Bogotá no lo 

volvieron a ver. Que Fanny acudió a la Gobernación y a la 

Fiscalía, pero ninguna entidad le dio razón de su paradero y 

que sólo se sabe que desapareció.  

 

•  Declaración de ausencia por desaparecimiento.  

 
88. Mediante providencia de 11 de febrero de 2016 proferida por el 

Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia de Florencia -Caquetá-, en 

aplicación del artículo 26 de la Ley 986 de 2005, se dispuso:  

 

«PRIMERO: DECLÁRASE ausente por  desapar ic ión forzosa al 
señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO, ident i f icado con la cédula de 
ciudadanía número 4.968.748 desde el 6 de octubre de 1990, fecha 
en que fue pr ivado i legalmente de su l ibertad.  
 

 
72 M inuto  26.17   CD de aud ienc ia de pruebas  f .  174  

73 M inuto  43.14  ib idem.  
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SEGUNDO:  NÓMBRASE como curadora de bienes del ausente a 
la señora FANNY MOPÁN TÍQUE,  a la que se posesionará y se 
discernirá el cargo, advir t iéndole que deberá rendir  cuentas de la 
administración de los bienes dejados por el declarado ausente.»  

 

•  Pruebas solicitadas por auto de mejor proveer  

 

89. En virtud de proveído de 6 de mayo de 202174,  se recaudaron  

las siguientes pruebas:  

 

•  Cert i f icación de 19 de agosto de 2021 75,  suscrita por la f iscal  

130 delegada ante los jueces penales del circuito - Dirección 

Especial izada contra las violaciones a los derechos humanos, 

donde señaló que el proceso que cursa en ese despacho por 

la desaparición del señor Ersaín López Velasco, se encuentra 

en etapa de indagación:  

  

    
 

•  Cert i f icación suscr ita por la jefe de la Oficina de Recursos 

Humanos y Bienestar Social del Departamento del Caquetá76 

 
74 F f .  244 y  245.  

75 Dig i ta l izado s is tema SAMAI .  

76 Dig i ta l izado s is tema SAMAI .  
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en el que señaló que dicha entidad no realizó pagos de 

emolumentos laborales a favor del señor Ersaín López 

Velasco, a part ir de 1.° de enero de 1990, como sigue:  

 

«Que revisados los archivos que reposan en la Of ic ina de 
Recursos Humanos y Bienestar Social,  no se evidencia que 
se hayan real izado pagos por concepto de emolumentos 
laborales a favor del señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO 
ident i f icado con cedula de c iudadanía 4.968.748 de San 
Vicente del Caguán,  a part ir  del pr imero d e enero de 1990.  
 
La presente se expide para ser al legada conforme a lo 
ordenado en la prov idencia del 06 de mayo de 2021, dentro 
del proceso de nul idad y restablecimiento del derecho con 

número de radicación 2017-0004001» .  
 

•  Igualmente, el apoderado del Departamento del Caquetá 

indicó77 que en relación con las peticiones presentadas por la 

señora Fanny Mopán Tique para el pago del salario y 

prestaciones sociales del señor Ersaín López Velasco, la 

demandante presentó  memorial de 22 de abri l  de 2014, donde 

solicitó: «[…] se sirva ordenar a quien corresponda hacerme 

la cancelación de los emolumentos salariales por concepto de 

su trabajo que desempeñaba como funcionario público  Ersaín 

López Velasco. Lo anterior en razón a que soy su compañera 

permanente. Sustentó mi pedimento en la Ley 589/2000 y Ley 

986/2005 y en la sentencia T- 015-1995, C-400-2003, T093-

2003., T294/2005. C- 395-2007». 

 

•  A dicha solicitud se le dio respuesta mediante Oficio de 9 de 

jul io de 2014 por parte del jefe de la of icin a de recursos 

humanos y bienestar social de la Gobernación donde se le 

indicó que el trámite se debe soportar con la sucesión 

adelantada ante un juzgado o notaría y que se verif ique con 

el área de pago si  estos conceptos no fueron cancelados en 

su momento;  asimismo que ocurrió el fenómeno de la 

prescripción, según Decreto 3135 de 1968 y 1848 de 1969.  

 

•  Luego, mediante petición el 28 de abri l  de 2014, radicación 

0004783, la demandante solicitó: «[…] expedirme cert i f icación 

de los emolumentos salariales, sueldo, prima de servicios, 

prima navideña» devengados por el señor López».  

  

•  Esta petición fue resuelta mediante of icio de 13 de junio de 

2014 suscrito por el jefe de recursos humanos y bienestar 

social donde se le remit ió la siguiente información:  

 
77 Dig i ta l izado s is tema SAMAI .  
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•  Mediante Oficio de 18 de agosto de 2021 78,  suscrito por la 

profesional universitaria de la Registraduría Nacional del 

Estado Civi l ,  se indicó: 

 

« En atención a su Of ic io No. 3491 de fecha 13 de agosto de 
2021, de manera atenta me permito comunicar le que, una vez 
consultada la base de datos del Sistema de Información de 
Registro Civi l  SIRC, a la fecha, NO se ha encontrado 
información de regis tro civ i l  de defunción a nombre de LÓPEZ 
VELASCO ERSAÍN, ident i f icado con Cédula de Ciudadanía 
No. 4.968.748, la cual se encuentra VIGENTE ».  

 

90. Finalmente, es de señalar que en el c itado auto de 6 de mayo 

de 202179,  se ordenó a la Secretaría Técnica del Consejo Nacional  

de Lucha contra el Secuestro y demás atentados contra la  Libertad 

Personal, CONASE, para que remit iera cert i f icación sobre si la 

demandante, en su condición de curadora de los  bienes del señor 

Ersaín López Velasco, al momento de la inscrip ción en el registro 

único de beneficiar ios del sistema de protección, informó sobre los 

instrumentos establecidos en la Ley 986 de 2005 a los cuales 

estaba interesada en acceder, en los términos del artículo 4.° de la 

Ley 986 de 2005. Sin embargo, a la fecha no se ha brindado 

respuesta a l anterior requerimiento.  

 

3.5. Análisis de la Sala.  

 

91. Las pruebas recaudadas reseñadas de manera detal lada en el 

acápite precedente no dejan duda a la Sala que en este caso se 

configuran los supuestos establecidos en la Ley 986 de 2005 para 

acceder a la aplicación de las herramientas de protección a las 

famil ias de las víct imas del deli to de desaparición forzada, en 

part icular la señalada en el artículo 15, referida al pago de salarios 

 
78 Ib idem.   

79 F f .  244 y  245.  



  
 

Nulidad y Restablecimiento  del  Derecho  
Radicac ión:  18001233300020170004001 (6605-2019)  

Demandante:  Fanny Mopán T ique  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le 12 No.  7-65 -  Te l :  (601)  350-6700 
Bogotá D.C.  -  Co lombia  

42 

y prestaciones sociales del desaparecido a cargo del Departamento 

del Caquetá, aunado a las siguientes razones y hechos 

demostrados que se explicarán a continuación:  

 

3.5.1. Legitimación en la causa.  

 

92. En primer lugar, frente a la legit imación por pasiva del 

Departamento del Caquetá, debe decirse que se probó que el señor 

López Velasco se desempeñaba como secretario de la In spección 

de Policía «El Recreo» dependiente del departamento del Caquetá 

desde el año de 1988 y qué ocurrió su desaparición en el mes de 

octubre de 1990 cuando aún se encontraba laborando para dicha 

entidad terri torial.  

 

93. En cuanto a la legit imación de la señora Fanny Mopán Tique 

debe decirse que se al legó copia de la sentencia proferida por el 

Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia de Florencia de 11 de 

febrero de 201680 a través del cual se le designó como curadora 

definit iva de los bienes del señor Ersa ín López Velasco, documento 

sobre el cual se profundizará más adelante.  

 

3.5.2. Ámbito temporal de aplicación de la Ley 986 de 2005 

frente al caso concreto.  

 

94. En este punto del debate debe aclararse que la Ley 986 de 

200581,  en su artículo 27 estableció  que los instrumentos de 

protección consagrados en el la serán aplicables a los secuestrados 

que al momento de su entrada en vigor se encuentren aún en 

cautiverio, así como a quienes sean secuestrados a part ir de esa 

fecha.   

 

95. Como ya se indicó, en sentencia C- 394 de 2007, al analizar la 

constitucionalidad del artículo 2.°, la Corte Constitucional señaló 

que « […]  para proteger de manera efect iva el principio de igualdad, 

respecto de las personas a quienes el artículo acusad o que se 

declara condicionalmente exequible debe aplicarse, la presente 

sentencia tendrá efectos retrospectivos, es decir:  ( i ) afecta las 

situaciones de hecho en curso, de manera que se aplica a 

personas cuya condición de desaparecidas o rehenes se haya 

configurado con anterioridad al presente fallo ;  y ( i i)  dichas 

personas y sus famil iares sólo tendrán derecho a aquellos 

 
80 F f .  7  y  s .s .  

81 «Por  medio de la cua l  se adoptan medidas de protecc ión a las  v íc t imas de l  
secuestro y  sus fami l ias ,  y  se d ic tan  ot ras d ispos ic iones».  
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beneficios contemplados en la Ley 986 de 2005 que se causen a 

part ir de la fecha de adopción de esta sentencia.» (Negri l la de la 

Sala).  

 

96 Se t iene entonces que, pese a que la desaparición del señor 

Ersaín López Velasco ocurrió en el mes de octubre de 1990, las 

previsiones normativas de la Ley 986 de 2005 son pasibles de ser 

aplicadas a su caso, tal como lo determinó la Corte, previo el 

cumplimiento de los requisitos exigidos en la norma, ninguno de los 

cuales requiere que se haya declarado judicialmente la ocurrencia 

de la desaparición forzada como erróneamente lo señala el 

apoderado del ente terri tor ial demandado 82,  toda vez que la ley en 

mención lo que exige es el cumplimiento de las siguientes pautas:  

 

3.5.3.  Requisitos para la aplicación de la Ley 986 de 2005.  

 

97. Para act ivar el  sistema de instrumentos de protección de la Ley 

986 de 2005 el interesado debe: 

 

3.5.3.1. Obtener una certi ficación expedida por la autoridad 

judicial competente que investiga o que tiene el conocimiento 

del caso, en la que conste que se encuentra en curso una 

investigación o un proceso judicial por el delito de desaparición 

forzada, la cual se expide a solicitud de cualquiera de los 

legitimados para adquirir la condición de curador provisional o 

definitivo de bienes.  

 

98. Este requisito se encuentra satisfecho toda vez que se al legaron 

los siguientes documentos que dan cuenta que, en la Fiscalía 

General de la Nación adelanta una investigación penal por la 

desaparición del señor López Velasco y además que éste se 

encuentra inscrito en el registro único de víct imas de desaparición, 

como dio cuenta la Dirección Antisecuestro y Antiextorsión de la 

Policía Nacional.  Estos son:  

 

•  Constancia suscrita por la Fiscal 64, en encargo de la 

Fiscalía 37 Especializada de Villavicencio de 18 de 

noviembre de 2015 83,  en la cual se indica que se viene 

 
82 E l  ar t ícu lo  5 .°   de  la  Ley 986 de 2005 seña la  que la  cer t i f icac ión  sólo podrá  
ser  exped ida s i  de  los  e lementos mater ia les  probator ios  recog idos y  
asegurados  lega lmente o de la  in formación obten ida,  la  au tor idad jud ic ia l  
competente  pueda infer i r  razonablemente  que la conduc ta de l ic t iva  que se 
invest iga  o  juzga es la de un presunto d e l i to  de secuestro (  desapar ic ión  
forzada sentenc ia C-  394 de 2007) .   

83 V is ib le a fo l io  56 .  



  
 

Nulidad y Restablecimiento  del  Derecho  
Radicac ión:  18001233300020170004001 (6605-2019)  

Demandante:  Fanny Mopán T ique  
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Cal le 12 No.  7-65 -  Te l :  (601)  350-6700 
Bogotá D.C.  -  Co lombia  

44 

adelantando investigación núm. 500016000567201004579, por 

la presunta comisión del deli to de desaparición forzada del 

ciudadano Ersaín López Velasco, que se encuentra en etapa 

de indagación toda vez que a la fecha no se había logrado 

establecer su paradero a pesar de haberse entregado órdenes 

a la Policía Judicial y adelantarse la investigación. All í  se 

relató que los hechos fueron puestos en conocimiento de la 

autoridad a través de denuncia presentada por la señora 

Margarita Velasco de López, en calidad de progenitora, quién 

di jo que su hi jo desapareció desde octubre de 1990 en 

atención a que l legó a trabajar a la inspección de policía «El 

Recreo» en límites con Llanos del Yarí y a los pocos días 

después de haber arribado al referido lugar l legaron 4 hombres 

armados integrantes de las FARC y se lo l levaron junto con 4 

personas más, sin que desde esa época se tenga conocimiento 

sobre su paradero. Igualmente, que se agregó a esa 

investigación la denuncia presentada por la se ñora Fanny 

Mopán Tique, quien adujo ser la esposa del desaparecido y 

quien informó que aquel sal ió de su casa en octubre de «1989» 

para el terminal de transportes con destino a Bogotá, pero 

jamás regresó; posteriormente di jo que los hechos fueron en 

octubre de 1990 y que para esa época él fungía como inspector 

de policía encargado en «El Recreo».  

 

•  Oficio 303 de 24 de agosto de 2016 84 expedido por el f iscal 47 

especial izado de la Dirección de Fiscalías Nacionales, Eje 

Temático Desaparición Forzada, dir igido a la demandante en 

el que le indica que el estado actual del proceso adelantado 

por la desaparición del señor Ersaín López Velasco, 

correspondía a la indagación y que actualmente se estaban 

evacuando un conjunto de act ividades a f in de establecer las 

circunstancias de t iempo, modo y lugar en que sucedieron los 

hechos materia de la investigación; además que dicho 

despacho estaba realizando todas y cada una de las 

actuaciones necesarias para el esclarecimiento de los hechos.  

 

•  Cert i f icación85 expedida por la F iscalía Delegada ante los 

Jueces Penales del Circuito Especial izados, Dirección de 

Fiscalías Nacionales, Eje Temático Desaparición y 

Desplazamiento Forzado, Despacho 47 de Bogotá, de 24 de 

agosto de 2016 en el que se indica:  

 

 
84 Fo l io  15.  

85 F .  16.  
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  «CERTIFICA  

 

Que se adelanta el proceso con not ic ia cr iminal número 

500016000567201004579 por la presunta desapar ic ión 

forzada del señor Ersaín López Velasco con número de 

cédula 4.468.748, por los hechos ocurr idos en el mes de 

octubre de 1990, el cual se encuentra en aver iguación de sus 

responsables y cuyo denunciante es la  señora MARGARITA 

VELASCO DE LÓPEZ, ident i f icada con c.c.  26.641.893 de 

San Vicente del Caguán».    

 

•  Igualmente, la cert i f icación ya reseñada, de 19 de agosto de 

202186,  suscrita por la f iscal 130 delegada ante los jueces 

penales del circuito - Dirección Especial izada contra las 

violaciones a los derechos humanos, donde señaló que el 

proceso que cursa en ese despacho por la desaparición del 

señor Ersaín López Velasco, se encuentra en etapa de 

indagación. 
 

99. Como ya se indicó, el artículo 5.° la Ley 986 de 2005 dispone 

que, para acceder a los beneficios al l í  consagrados, la cert i f icación  

judicial  «tendrá una vigencia de tres (3) meses. El  interesado 

deberá solicitar su renovación periódica a efectos  de mantener el 

derecho a acceder a los instrumentos de protección previstos en la 

presente ley».   

 

100. Igualmente, en su artículo 4.°, la norma expresamente dispone 

que dicho cert i f icado se presente ante el Juez de familia en el 

proceso de declaración de ausencia ,  ( lo que sucedió en este 

caso87),  sin que se exi ja la presentación de una cert i f icación vigente 

junto con la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho , ni 

su renovación durante el trámite del proceso contencioso 

administrat ivo. 

 

101. En este sentido, debe entenderse que la cert i f icación judicial  

del artículo 5.° es exigible para activar  el sistema de protección, 

como lo dispone el artículo 4º, y una vez obtenida esta cert i f icación 

se deberá iniciar el proceso de declaración de ausencia  ante el 

Juzgado de Famil ia competente, con el f in de obtener el 

nombramiento de un curador provisional o definit ivo de los bienes 

del secuestrado y con el lo, acceder a las herramientas de 

protección establecidas en la Ley 986 de 2005 88,  muchas de las 

 
86 Dig i ta l izada s is tema SAMAI .  

87 Como se exp l ica en e l  acáp i te s iguiente .  

88 La Ley 986 de 2005 inc luye var ias  herramientas de protecc ión ,  in ic ia lmente  
contempladas para las  v íc t imas de secues tro y  sus fami l ias  como son:  e l  
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cuales son de carácter periódico, como el caso de  la asistencia 

psicológica y psiquiátr ica, los instrumentos de protección en 

materia de educación, el acceso a créditos del Icetex, entre otros.  

 

102. En este caso, considera la Sala que se satisf izo el requisito en 

el entendido que fueron presentados en el proceso judicial de 

declaración de ausencia, y además, en virtud del auto de mejor 

proveer fue al legada al plenario una nueva cert i f icación 89,  sin que 

sea dable entender que en el transcurso en el proceso de nulidad y 

restablecimiento deba presentarse su renovación cada tres meses, 

toda vez que así no lo exige la norma; esto en aras de la prevalencia 

del derecho de acceso a la administración de just ic ia para las 

famil ias de las víct imas del deli to de desaparición forzada.  
 

3.5.3.2. Debe adelantarse el proceso de declaración de 

ausencia, con el fin de obtener el nombramiento de un curador 

provisional o definitivo de los bienes de la víctima .   
 

103. El citado requisito también se encuentra acreditado toda vez 

que se al legaron los siguientes documentos que dan cuenta de que 

la demandante fue designada como curadora de los bienes del 

señor Ersaín López Velasco por parte del Juzgado Segundo 

Promiscuo de Famil ia de Florencia y que se e ncuentra posesionada 

como tal:  
  

•  A fol ios 59 a 66 obran copias de las constancias de las 

publicaciones del edicto emplazatorio dictado por el Juzgado 

Segundo Promiscuo de Famil ia de Florencia, en los periódicos 

La Nación, El Tiempo, así como su transmisión  por la emisora 

«Armonías del Caquetá».  

 
establec imiento de l  secues tro  como ex imente  de responsabi l idad c iv i l  (  ar t .  
10) ,  la  In ter rupc ión de p lazos y  términos  de venc imiento de ob l igac iones 
d inerar ias  (  ar t .  11)  ;  la  in ter rupc ión de términos y  p lazos de ob l igac iones de 
hacer  y  de dar ,  d i ferentes a las  de conten ido d inerar io (ar t .  12.) ,  la  in ter rupc ión  
de términos y  p lazos de toda c lase (ar t .  13.) ,  la  s uspens ión de procesos  
e jecut ivos (  ar t ícu lo 14.) ,  e l  pago de salar ios ,  honorar ios  y  prestac iones  
soc ia les  de l  secues trado (ar t .   15) ,  e l  pago de pens ión a l  secuestrado (ar t .  16)   
ins t rumentos  de pro tecc ión  en mater ia  de  sa lud (ar t .  17) ,  as is tenc ia  
ps ico lóg ica  y  ps iqu iát r ica  (ar t .  18) ,  ins t rumentos de protecc ión  en mater ia  de 
educac ión.  (  ar t .  19) ,  es te  refer ido  a  cont inuidad de estud ios  y  fac i l idades de 
pago en ins t i tuc iones de carác ter  públ ico o pr ivado y  a obtener  cupos en 
ins t i tuc iones de carác ter  púb l ic o y  pre lac ión  en e l  acceso a  créd i tos  del  Icetex ;  
suspens ión de términos en mater ia t r ibutar ia  (  ar t .  20)  y  a  los   empleadores 
que paguen sa lar ios ,  durante e l  caut iver io,  a sus empleados v íc t imas de 
secuestro,  tendrán derecho a deduc ir  de su renta  e l  100% de los  sa lar ios  
pagados en e l  respect ivo  año,  con e l  cumpl imiento de las  demás  ex igenc ias  
lega les  para su deduc ib i l idad (  ar t .  21) .   

89 Cer t i f icac ión  expedida e l  19 de agosto de 2021 por  la  f isca l  130 delegada 
ante los  jueces penales de l  c i rcu i to  -  D irecc ión Espec ia l izada contra  las  
v io lac iones a los  derechos humanos,  d ig i ta l izada en e l  s is tema SAMAI .  
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•  Se al legaron igualmente copias parciales y auténticas de la 

sentencia de 11 de febrero de 2016 90 proferida por el 

Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Florencia  -

Caquetá-, a través de la cual,  en atención al artículo 26 de la 

Ley 986 de 2005 ,  se dispuso:  
 

«PRIMERO: DECLÁRASE ausente por desapar ic ión forzosa 

al señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO, ident i f ic ado con la cédula 

de ciudadanía número 4.968.748 desde el 6 de octubre de 

1990, fecha en que fue pr ivado i legalmente de su l ibertad.  

 

SEGUNDO:  NÓMBRASE como curadora de bienes del  

ausente a la señora FANNY MOPÁN TÍQUE, a la que se 

posesionará y se discern irá el cargo, advir t iéndole que 

deberá rendir  cuentas de la administración de los bienes 

dejados por el declarado ausente.»  
 

104. Para adoptar las citadas decisiones el Juzgado en mención 

est imó lo siguiente:  
 

i .  Que escuchó en interrogatorio de parte a la señora FANNY 

MOPÁN TÍQUE,  quien bajo juramento manifestó que su 

compañero salió de su casa el 6 de octubre de 1990 y le 

di jo que iba a cobrar las prestaciones sociales como 

ret irado del Ejérci to Nacional toda vez  que laboró como 

soldado voluntario y que nunca más volvió a tener noticias 

de él.  Señaló que se desempeñaba como secretario de la 

Inspección de Policía «El Recreo» y venía cada vez a cobrar 

el sueldo, además cuando perteneció al Ejército así aparte 

de intel igencia y fue herido en una pierna por un atentado 

que le hicieron que el la acudió a la persona herida en la 

Procuraduría de la Gobernación del Caquetá sin que 

ninguna entidad le diera respuesta sobre el paradero de su 

compañero y además que la denuncia de desaparición la 

formuló ante el antiguo DAS quien tampoco le dio respuesta 

al respecto.  

i i .  Explicó que la legit imación en la causa estaba probada toda 

vez que la demandante acudió en calidad de madre de los 

niños procreados con el ausente, tal como lo demu estran 

los registros civi les de nacimiento aportados al proceso.  

i i i .  Igualmente di jo que se aportó una cert i f icación expedida por 

la Fiscalía Segunda Especial izada, donde se indicó que en 

dicha entidad se estaba adelantando indagación prel iminar 

por la presunta desaparición forzada del señor Ersaín López 

Velasco. 

 
90 F f .   7  y  s .s .  
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•  A fol io 11 obra copia de la diligencia de posesión de 12 de 

febrero de 2016 ,  de la señora Fanny Mopán Tíque como 

curadora de los bienes del señor Ersaín López Velasco.  

 

3.5.3.3. Adquirida la condición de curador provisional o 

definitivo de los bienes de la víctima de desaparición forzada, 

dicho curador solicitará a la Secretaría Técnica del Conase, o 

quien haga sus veces, su inscripción en el registro único de 

beneficiarios del sistema.  

 

105. En este caso se al legaron los siguientes documentos:  

 

•  Copia del Oficio 009486 /DIASE – ASJUD – 29 de 6 de julio 

de 201691 suscrito por el jefe de la Of icina de Asuntos Jurídicos 

y Derechos Humanos de la Dirección Antisecuestro y Extorsión 

de la Policía Nacional,  en el cual se le indicó a la señora Fanny 

Mopán Tique, que en cumplimiento del fal lo de tutela de 20 de 

junio de 2016 proferido por el Juzgado Primero Promiscuo de 

Famil ia de Florencia, su solicitud de inclusión en el registro 

único de beneficiarios se encontraba efectuada desde el mes 

de enero de 2016; además que  éste tenía una vigencia de 3 

meses y que a través de dicho documento podría acceder a los 

instrumentos de protección que otorga la Ley 986 de 2005: 

igualmente le indicó que tr imestralmente debería solicitar la 

expedición del citado cert i f icado ante la Dir ección 

Antisecuestro y Extorsión de la Policía Nacional.  

 

•  Certificado del director antisecuestro y extorsión de la 

Policía Nacional de 17 de junio de 2016 92 en el que se 

manifestó que el señor Ersaín López Velasco se encuentra 

registrado como víct ima de desaparición forzada según 

cert i f icado judicia l  número 5001600056720100404579 de 18 

de noviembre de 2015 expedido por la Fiscal 64 en encargo de 

la Fiscalía 37 Especial izada.  

 

106. Conclusión :  Como se aprecia de todo lo anterior, en este caso 

se acreditaron los requisitos de acceso a las herramientas de 

protección establecidas en la Ley 986 de 2005, como 

acertadamente lo determinó el A quo.  

 

107. Se reitera,  además, que se entiende satisfecho el requisito de 

la cert i f icación judicial establecida en el artículo 5.° de la Ley 986 

 
91 F f .  13  .  

92 Fo l io  14  
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de 2005. En efecto la citada norma establece que «[…] la autoridad 

judicial competente que investiga o que t iene el conocimiento del 

caso, deberá expedir,  a sol icitud del  interesado, una cert i f icación 

por escrito en la que conste que se encuentra en curso una 

investigación o un proceso judicial por el del i to de secuestro […]».   

 

108. En este caso, como se vio, en la cert i f icación expedida el 19 

de agosto de 2021 93 por la f iscal 130 delegada ante los jueces 

penales del circuito - Dirección Especial izada contra las violaciones 

a los derechos humanos, se indicó que el proceso que cursa en  ese 

despacho por la desaparición del señor Ersaín López Velasco, se 

encuentra en etapa de indagación, con lo  que se entiende, 

sat isfecho el requisito establecido en la norma,  en el sub l i te.  

 

109. Así entonces, corresponde ahora verif icar los términos en que 

procede del reconocimiento del pago de salarios y prestaciones 

sociales reclamados, de conformidad con las pretensiones de la 

demanda, lo efect ivamente probado y el marco de protección del 

Estado frente al deli to de desaparic ión forzada. 

 

3.5.4. Pago de salarios y prestaciones sociales a la familia 

víctima de desaparición forzada .  

 

110. Como ya se señaló, el artículo 15 de la Ley 986 de 2005  indicó 

que «el empleador deberá continuar pagando el salario y 

prestaciones sociales a que tenga derecho el secuestrado al 

momento de ocurrencia del secuestro,  ajustados de acuerdo con los 

aumentos legalmente exigibles», pago que se efectuará desde el 

día en que el trabajador, sea este part icular o servidor público, haya 

sido privado de la l ibertad y en el caso de servidor público hasta 

cuando se produzca su l ibertad, o alguna de las siguientes 

circunstancias: que se compruebe su muerte o se declare la muerte 

presunta o el cumplimiento del período constitucional o legal,  del 

cargo. 

 

111. En este caso se probó que el señor López Velasco venía 

desempeñándose como secretario de la Inspección de Policía «El 

Recreo» del Departamento del Caquetá, según dan cuenta las 

cert i f icaciones de la Fiscalía General de la Nación, así como la 

sentencia proferida por el Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia 

de Florencia, se t iene que su desaparición ocurrió en el mes de 

octubre de 1990 ,  cuando se encontraba vigente su vinculación 

laboral con la entidad territorial departamento del Caquetá .  

 
93 Dig i ta l izada s is tema SAMAI .  
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112. Es importante aclarar que la señora Mopán Tique solicitó en la 

demanda el reconocimiento y pago del salario y prestaciones 

sociales causadas y no pagadas, por el t iempo servido por el señor 

Ersaín López Velásquez, «entre el 1.° de enero de 1990 y el día de 

su desaparición fo rzada», así como el reconocimiento y pago de 

todos los salarios y prestaciones sociales causadas «desde el día 

de la desaparición forzada de su compañero permanente, señor 

Ersaín López Velásquez, hasta el momento en que este aparezca o 

se declare su muerte  presunta por juez competente», sumas que 

solicitó actualizar conforme a la variación del IPC.  
 

113. En este caso, como bien lo señaló el Tr ibunal Administrat ivo 

de Caquetá, se t iene que el cargo del demandante no era de periodo 

constitucional o legal,  ni tampoco se ha comprobado su muerte o 

declarado su muerte presunta, sino que se declaró su ausencia 

por desaparecimiento.  
 

114. Sin embargo, est imó que  solo podía acceder al reconocimiento 

y pago a favor de Fanny Mopán Tique de todos los salarios y 

prestaciones sociales a que hubiera tenido derecho el señor López 

Velasco desde el 6 de octubre de «1989» 94 y hasta el 31 de octubre 

de 1990, esto en razón a la supresión del cargo, en virtud de lo 

ordenado por la Ordenanza 018 de 1989, según la cual,  las 

Inspecciones de Policía Departamentales pasaron a ser parte de 

los municipios, con lo que est imó que a par t ir de noviembre de 1990 

el cargo había desaparecido y dicho ente terri torial  no podía 

continuar con el pago.  
 

115. En cuanto a este aspecto la demandante insist ió en que debía 

reconocerse el pago de salario del mes de octubre de 1990 y las 

prestaciones sociales generadas desde enero de 1990; además que 

también deberían pagarse tales emolumentos laborales generados 

con posterioridad al desaparecimiento porque el cargo fue 

«suspendido», tal como lo denominó la entidad y porque no le fue 

notif icada la terminación del cargo al señor López Velasco y éste 

no ha recobrado la l ibertad, ni se ha comprobado su muerte.  
 

116. Frente a este tema advierte la Sala lo siguiente:  
 

117. Mediante  Ordenanza núm. 01 de 18 de octubre de 1989 95 

suscrita por la Asamblea Departamental del Caquetá, se dispuso 

 
94 Frente  a este aspec to,  aprec ia la  Sa la  que e l  Tr ibunal  Adminis t rat ivo de l  
Caquetá  comet ió  un er ror  invo luntar io cuando determinó que la  procedenc ia  
de l  pago de prestac iones y  salar ios  correspondía desde e l  6 de octubre de 
1989 toda vez que como se adv ier t e la  fecha presunta en la cual  ocurr ió  la  
desapar ic ión de l  señor  López Velasco fue en oc tubre de 1990 .  
95 F f .  69  -  70  
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que a part ir del 1.° de enero de 1990, se modif icaba el carácter y 

la dependencia departamental de las inspecciones de policía que a 

la fecha sustentaban ese cali f icat ivo, las cuales debían ser 

asumidas por el municipio al cual correspondieran 

jurisdiccionalmente; en ese sentido en el artículo 2.° se relacionó a 

la Inspección de Policía de «El Recreo» como correspondiente al 

municipio de San Vicente del Caguán. 

 

118. All í  se determinó que los concejos municipales promulgarían 

los respectivos acuerdos integrando las inspecciones al municipio 

para conformar su sede y determinar el área de su jurisdicción.  

Igualmente se indicó en su artículo sexto :  

 

«El Departamento subsid iará a cada uno de los Municipios 
relacionados en e l ar t ículo segundo hasta por 4 años a part i r  del 
pr imero de enero de 1990 con los valores correspondientes a 
sueldos y prestaciones sociales de inspectores y secretar ios de 
las inspecciones t rasladadas así   
Para el año de 1990 el 100%  
Para el año de 1991 el 80 % 
Para el año de 1992 el 60 % 
Para el año de 1993 el 40 %».  

 

119. De acuerdo con esto se t iene que la modif icación introducida 

por la Ordenanza 01 de 18 de octubre de 1989, no ocurrir ía de forma 

automática, sino que quedaba supeditada a la promulgación de los 

Acuerdos por parte de los municipios y, además, el departamento 

subsidiaría a los municipios hasta por cuatro años el pago de la 

nómina. Esto es hasta 1993.   

 

120. Ahora bien, a través de Acuerdo 003 de 6 de agosto de 

199096,  suscr ito por el Concejo Municipal de San Vicente del 

Caguán se dispuso la integración de las inspecciones 

departamentales de policía de «El recreo». «Valsi l», «Yarí» 

«Guayabal» y «Guacamayas» a la jurisdicción del municipio .  

 

121. Mediante Decreto 063 de 2 de noviembre de 1990 97 dictado 

por el alcalde municipal de San Vicente del Caguán se efectuaron 

algunos nombramientos, entre el los, como inspector de policía de 

«El Recreo» al señor Gonzalo Quiñones y como secretario al señor 

Milcíades Montenegro. All í  se indicó en su artículo segundo :  

 

«Asignase a los señores Inspectores y Secretar ios de 
Inspecciones nombrados, como sueldo el as ignado por el  

 
96 F .  6 y  s .s .  cuaderno de pruebas.  

97 F .  14 y  s .s .  cuaderno de pruebas.  
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Departamento del Caquetá para el  presente año y su cancelación 
se hará de acuerdo a lo est ipulado en la Ordenanza No. 01 de 
octubre 18/89,  para el presente año el Departamento el Cien por 
Ciento,  el  cual será t ransfer ido por la Tesorería Departamental a 
la Tesorería Municipal de San Vicente».  

 

122. Fue al legada también copia de la Ordenanza 011 de 28 de 

octubre de 199298 proferida por la Asamblea Departamental del 

Caquetá, en la cual se indica que se derogan todas sus partes el 

artículo sexto de la Ordenanza 01 de 18 de octubre de 1989 y en el 

artículo segundo se dispuso que a part ir de 1993 cesarán todas las 

obligaciones y compromisos del departamento para con los 

municipios, establecidos en la Ordenanza 01 de 1989.  

 

123. Con fundamento en todo lo anterior, aprecia la Sala que en 

este caso se presentan las siguientes situaciones que determinarán 

la orden de restablecimien to: 

 

1. El desaparecimiento del señor Ersaín López Velasco se 

produjo mientras se encontraba vigente su relación laboral 

con el departamento del Caquetá, por cuanto se desempeñaba 

desde el 15 de septiembre de 1988 como secretario de 

Inspección de Policía.  

2. El ente terri tor ial no adelantó ninguna acción para dar con el 

paradero de su funcionario, ni aun cuando el 26 de octubre de 

1990 el inspector de Policía de «El Recreo» se acercó a 

Florencia y comunicó al ente terri toria l esa situación.  

3. Tanto en el memoria l de mayo de 1991, como en la sol icitud 

de declaratoria de ausencia por desaparecimiento la 

demandante af irmó que el desaparecimiento del señor López 

Velasco fue puesto en conocimiento del DAS.  

4. La Personería Delegada en lo Penal de Florencia adelantó 

averiguaciones ante la Gobernación sobre las actuaciones 

que se habían ejecutado por el desaparecimiento del señor 

Ersaín López Velasco, sin que se le diera respuesta acerca 

de alguna acción posit iva desplegada por el ente terri torial 

para dar con el paradero del servidor.  

5. Justo después de la comunicación del desaparecimiento por 

parte del Inspector Luis Fernando Loaiza y sin esperar un 

t iempo prudencial para la búsqueda del señor Ersaín López 

Velasco, ni mucho menos, sin adelantar alguna acción para 

verif icar s i este se encontraba con vida, el  secretar io de 

Gobierno Departamental suscribió el  Oficio de 31 de octubre 

de 1990  (f .  37) dir igido al señor López Velasco en el que se 

 
98 F f .  125 y  s .s .  cuaderno pr inc ipal .  
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indicó que quedaba desvinculado de la administración 

departamental.  Sin embargo, para esa época ya se había 

producido el desaparecimiento del funcionario, por lo que 

como es obvio, no se entiende notif icado el citado of icio.  

6. Cuando en el mes de mayo de 1991 99 la demandante solicitó 

al departamento del Caquetá que le informara las acciones 

tomadas para la búsqueda de su esposo, el gobernador 

inquirió al secretar io de gobierno al respecto, y éste le señaló 

que la Personería estaba adelantando las acciones 

pert inentes. Sin embargo, en Oficio de 29 de mayo de 

1991100  el ente territorial le informó a la Personería 

Delegada en lo Penal de Florencia que no tenía 

conocimiento del desaparecimiento.   

7. Se probó que desde el mismo año 1991, la señora Mopán 

Tique adelantó todas las actuaciones que le fueron impuestas  

para reclamar el pago de  los salarios y prestaciones sociales,  

obteniendo respuestas indolentes por parte de los 

funcionarios de la Gobernación, quienes  le exigían plazos 

para darle respuesta, luego, le requerían adelantar un trámite 

sucesoral,  y f inalmente le indicaron que no reunían los 

requisitos para el pago de los salarios y prestaciones 

adeudados  porque no estaba probado que se trató  de un 

desaparecimiento forzado y había ocurrido la prescripción.  
 

124. El escenario analizado no deja dudas que en este caso, se 

desconoció de manera f lagrante el principio de solidaridad que le 

asistía al departamento del Caquetá frente a su servidor público 

desaparecido forzadamente y frente a quien se le atr ibuía un deber 

especial de protección en razón de la relación de trabajo que 

sostenían desde 1988, y específ icamente porque se trata de un 

deli to de lesa humanidad, del que se inf iere razonablemente que 

fue cometido por un grupo insurgente, con fuerte presencia en la 

jurisdicción terri torial del municipio de San Vicente del Caguán, 

como lo documentó el Centro de Memoria Histórica citado en 

precedencia. 
 

125. Ahora bien, es importante poner de rel ieve que la Ley 986 de 

2005 no exige que se haya proferido sentencia condenato ria al 

interior de un proceso penal en contra de los responsables  de la 

desaparición, para acceder a uno de los instrumentos de 

protección, como es el pago de los salarios y prestaciones sociales 

dejados de devengar por el servidor, siendo exigibles solame nte los 

requisitos analizados en precedencia.  

 
99 F .  37  

100 F .  42.  
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126. No es aceptable desde ningún punto de vista, que el 

departamento haya omit ido el pago del salario del trabajador y las 

prestaciones adeudadas a la compañera del desaparecido, 

escudándose en el cambio de naturaleza de la inspección, por 

cuando el desaparecimiento se produjo cuando éste era un 

empleado público del departamento y más aún, cuando para la 

época de los hechos, la señora Mopán Tique quedó a cargo de los 

dos hi jos menores de la pareja que, contaban entonces con 5 y 3 

años de edad, aproximadamente, quienes según los test imonios 

recaudados dependían económicamente del señor López Velasco, 

que luego de su desaparición, vivieron en una situación de extrema 

pobreza en «un ranchito de piso en t ierra».  

 

127. En este sentido debe recordarse que cuando un em pleado sea 

objeto de desaparición forzada, surge para el Estado, como 

empleador, el deber de continuar con el pago de los salarios u 

honorarios dado que el principio constitucional de solidaridad 

también lo vincula, con lo cual,  se colige que la fuente jurídica de 

ese pago ya no es el ejercicio mismo del empleo, sino que 

radica en los deberes del Estado de proteger la vida y la l ibertad 

de las personas residentes en Colombia, así como de 

solidarizarse con sus servidores cuando afrontan uno de esos 

delitos catalogados como de lesa humanidad.  

 

128. Igualmente es de destacar que dada su condición de secretario 

de la inspección de Policía  de una zona altamente confl ict iva  y su 

antigua condición de soldado posiblemente fueron determinantes en 

su desaparición por lo que se esperaba del departamento del 

Caquetá un mayor grado de compromiso para establecer el 

paradero de su empleado, empero, las evidencias demuestran que 

actuó de forma indolente, alejada de la compleja situación que 

atravesaba la famil ia López Mopán.    

 

129. En este contexto y dada la importancia, es menester reiterar 

que en los términos de la  sentencia C- 394 de 23 de mayo de 2007, 

los instrumentos de protección establecidos por el legislador en la 

Ley 986 de 2005, se aplican a personas cuya condición de 

desaparecidas o rehenes se haya configurado con anterioridad 

al fallo y dichas personas y sus familiares sólo tendrán derecho 

a aquellos beneficios contemplados en la Ley 986 de 2005 que 

se causen a partir de la fecha de adopción de esa sentencia .   

  

130. Lo anterior impone colegir,  que le asiste derecho a la 

demandante frente a su pretensión de pago de salarios y 

prestaciones sociales, empero este reconocimiento sólo podrá 
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ordenarse desde el mes de mayo de 2007101 y hasta la ejecutoria de 

la sentencia  de 11 de febrero de 2016 102 proferida por el Juzgado 

Segundo Promiscuo de Familia de Florencia  -Caquetá-, a través 

de la cual,  en atención al artículo 26 de la Ley 986 de 2005 , se 

declaró «ausente por desaparición forzosa al señor ERSAÍN LÓPEZ 

VELASCO». 

 

131.Esto en virtud de que no hay evidencia de la fecha de 

radicación del proceso para lograr la declaración judicia l de muerte 

presunta del desaparecido y a efectos de no sujetar a la entidad a 

una obligación «[…] a perpetuidad e irredimible» 103  es decir,  sin un 

límite temporal ,  ante la evidencia en la lent itud en la investigación 

del deli to por parte de la Fiscalía General de la Nación.  

 

132. Acorde con los anteriores razonamientos  no es procedente 

acceder al pago de salarios y prestaciones sociales dejados de 

devengar por el señor Ersaín López Velasco, «entre el 1.° de enero 

de 1990 y el día de su desaparición forzada», comoquiera que la 

fuente jurídica del reconocimiento que acá se ordena surge en 

virtud de la misma desaparición y de la aplicación de los 

mecanismos de protección establecidos en la Ley 986 de 2005 , por 

lo que no hace parte del sub l i te  verif icar lo presuntamente dejado 

de devengar en periodos anteriores al insuceso,  mucho más cuando 

en la demanda se af irma que él viajó a Florencia en octubre de 1990 

para reclamar el salario del mes de septiembre y cumplir con sus 

obligaciones, lo que f inalmente sucedió.  

 

133. Ahora bien, es necesario precisar que la misma Ley 986 de 

2005 contiene más mecanismos de protección sin embargo, la 

demanda solo está centrada en reclamar el pago de salarios y 

prestaciones sociales del señor Ersaín López Velasco, escenario 

que impone referirse al pago de aportes en seguridad social,  

contemplados en inciso f inal del artículo 15 de la Ley señaló:  

 

«El empleador deberá cont inuar pagando las prestaciones sociales 
del secuestrado, atendiendo a las reglas de pago señaladas en los 
numerales 1 al  4,  así  como también los aportes al s istema de 
segur idad social integral».   

 

134. De acuerdo con el lo, como en este caso la orden de 

restablecimiento corresponde al periodo comprendido entre el mes 

de mayo de 2007 hasta la ejecutoria de la sentencia de 11 de 

 
101 Fecha en que se d ic tó la  sentenc ia C-  394 de 2007.  

102 F f .   7  y  s .s .  

103 Como lo señaló la  Cor te Cons t i tuc iona l  en  sentenc ia  C .  400 de 2003  
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febrero de 2016104 proferida por el Juzgado Segundo Promiscuo 

de Familia de Florencia  -Caquetá, no procede el reconocimiento 

de los aportes en salud y r iesgos profesionales dado que se trata 

de un hecho consumado y no un crédito a favor del servidor . 

 

135. Sin embargo, se ordenará el pago de los aportes que le 

correspondieren al  departamento del Caquetá, como empleador,  

que deberán ser actualizadas y depositadas al correspondiente 

Fondo o Caja de Previsión a la cual se encontraba af i l iado el señor 

López Velasco, o aquella entidad que lo sucedió en virtud de la 

entrada en vigencia del sistema general de pensiones. De las sumas 

resultantes a favor de la demandante deberán descontarse los 

porcentajes de los aportes en pensión que le hubiere correspondido 

realizar a l señor Ersaín López Velasco. En este sentido, el t iempo 

comprendido entre el mes de mayo de 2007 hasta la ejecutoria de 

la sentencia de 11 de febrero de 2016 105 deberá tenerse en cuenta 

para efectos pensionales.  

 

136. En este sentido se confirmará parcialmente la sentencia 

proferida el 1.° de agosto de 2019 por el Tribunal Administrat ivo del 

Caquetá que accedió parcialmente a las pretensiones de la 

demanda, salvo el numeral segundo  donde dispuso lo siguiente:  
 

«SEGUNDO: A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 
ordenar a la GOBERNACIÓN DEL CAQUETÁ a reconocer y pagar 
en favor de FANNY MOPÁN TIQUE, todos los salar ios y 
prestaciones socia les a que hubiere tenido derecho e l declarado 
ausente ERSAIN LÓPEZ VELASCO ident i f icad o con C.C. 
4.968.748, desde el 6 de octubre de 1989 (sic)  y hasta el 31 de 
octubre de 1990. Las sumas arrojadas por dicha l iquidación,  
deberán ser indexadas conforme a la fórmula descr i ta en la parte 
mot iva de esta sentencia.  La demandada podrá efectuar lo s 
descuentos por aportes a segur idad social,  a que haya lugar.»  

 

137. Este numeral se modif icará a efectos de ordenar el pago de 

salarios y prestaciones sociales del cargo de secretario de 

inspección de Policía, desde el mes de mayo de 2007 y hasta la 

ejecutoria de la sentencia de 11 de febrero de 2016106 proferida 

por el Juzgado Segundo Promiscuo de Familia de Florencia  -

Caquetá-, a través de la cual,  en atención al artículo 26 de la Ley 

986 de 2005 , se declaró «ausente por desaparición forzosa al señor  

ERSAÍN LÓPEZ VELASCO».  Igualmente se ordenará el pago de 

aportes en pensión a cargo de las partes y atender al citado periodo 

para efectos pensionales.  

 
104 F f .   7  y  s .s .  

105 F f .   7  y  s .s .  

106 F f .   7  y  s .s .  
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3.6. De la condena en costas en segunda instancia.  
 

138. En lo que se ref iere a las costas, esta Subsección en sentencia 

del 7 de abri l  de 2016107,  concluyó que en vigencia del CPACA la 

legislación avanzó de un criterio subjet ivo a uno objet ivo valorat ivo.  

 

139. En el presente caso no hay lugar a imponer condena en costas 

en esta instancia, al tenor de lo señalado por el numeral 1.º del 

artículo 365 del CGP 108,  toda vez que, pese a que no prosperaron 

los argumentos del recurso de apelación interpuesto por la 

accionada, la parte demandante no intervino en los a legatos de 

conclusión con lo cual no se causaron.  

 

140. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrat ivo, Sección Segunda, Subsección A, 

administrando just icia en nombre de la República  de Colombia y por 

autoridad de la Ley.  
 

FALLA 
 

PRIMERO. - CONFIRMAR  PARCIALMENTE  la sentencia del 1.° de 

agosto de 2019 proferida por el Tribunal Administrat ivo del Caquetá 

que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda d e 

nulidad y restablecimiento del derecho presentada por la señora 

Fanny Mopán Tique contra el departamento del Caquetá, salvo el 

numeral segundo  que se modif ica. En su lugar quedará así:  
 

«SEGUNDO: A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ,  
ordenar a l  departamento de l Caquetá a reconocer y pagar en favor 
de FANNY MOPÁN TIQUE, todos los salar ios y prestaciones 
sociales a que hubiere tenido derecho el declarado ausente 
ERSAÍN LÓPEZ VELASCO ident i f icado con C.C. 4.968.748, desde 
mayo de 2007 y hasta la ejecutor ia de la sentencia de  11 de febrero 
de 2016 109 profer ida por el Juzgado Segundo Promiscuo de Famil ia  
de Florencia -Caquetá-,  a t ravés de la cual,  se declaró «ausente 
por desapar ic ión forzosa al señor ERSAÍN LÓPEZ VELASCO». Las 
sumas arrojadas por dicha l iquidación deberán ser indexadas 
conforme a la fórmula descr i ta en la parte mot iva de esta 
sentencia.   
 

El departamento del Caquetá,  deberá real izar el pago de los 
aportes en pensión correspondientes al per iodo mencionado, 
comprendido entre el mes de mayo de 2007 y hasta la ejecutor ia 
de la aludida sentencia de 11 de febrero de 2016 110,  debidamente 

 
107 Rad.  13001-23-33-000-2013-00022-01 (1291-2014) ,  ac tor :  José Franc isco 
Guerrero Bard i ,  conse jero ponente :  Wi l l iam Hernández  Gómez.   
108 «1 .  Se condenará en costas a la  par te venc ida en e l  proceso,  o  a  qu ien se  
le resuelva desfavorab lemente e l  recurso de apel ac ión ,  casac ión,  queja,  
súp l ica,  anulac ión o  rev is ión que haya propuesto .  Además,  en los  casos  
espec ia les  prev is tos en es te cód igo.»  
109 F f .   7  y  s .s .  
110 F f .   7  y  s .s .  
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actual izados, que deberán ser deposi tados al correspondiente 
Fondo o Caja de Previsión a la cual se encontraba af i l iado 111 e l  
señor López Velasco, o aquel la ent idad que lo sucedió en vir tud 
de la entrada en vigencia del s istema general de pensiones.  
 

De las sumas resultantes a favor de la señora Fanny Mopán Tique 
deberán descontarse los porcentajes de los aportes en pensión 
que le hubiere correspondido real izar  al  señor Ersaín López 
Velasco, que igualmente deberán ser depositados en el Fondo 
Administrador correspondiente .  En este sent ido,  el  t iempo 
comprendido entre el mes de mayo de 2007 hasta la ejecutor ia de 
la sentencia de 11 de febrero de 2016 112 deberá tenerse en cuenta 
para efectos pensionales».  

 

SEGUNDO. - Sin condena en costas de segunda instancia de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

TERCERO. - SE RECONOCE al abogado Binzen Javier Guzmán 

Caicedo, portador de la T.P. 312.179 del C. S. de la J. para actuar 

en el presente proceso como apoderado del departamento del 

Caquetá, en los términos y para los f ines del poder otorgado 113.  

 

CUARTO .  -  Ejecutoriada esta providencia devolver  el expediente al 

Tribunal de origen, previas  las anotaciones correspondientes en el 

programa «SAMAI». 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Esta providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión 

del cuatro (4) de agosto de dos mil veint idós (2022). 

 

 

GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ 
FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE  

 

                                                                

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ       RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS 
 F IRMADO ELECTRÓNICAMENTE  FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE 

 

 
111 Prev io  a  su  desapar ic ión y  según la in formación que repose en los  arch ivos  
de l  Depar tamento de l  Caquetá,  ú l t imo empleador  de l  señor  Ersaín López  
Ve lasco.  

112 F f .   7  y  s .s .  

113 Dig i ta l izado s is tema SAMAI  índ ice 28.  




